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En Bogotá, D. C., a los veintidós (22) días
del mes de junio de dos mil cinco (2005)
previa citación, se reunieron en el recinto del
honorable Senado de la República los
miembros del mismo, con el fin de sesionar en
pleno.

I
Llamado a lista

El Presidente del honorable Senado de la
República, Senador Luis Humberto Gómez
Gallo, indica a la Secretaría llamar a lista.

Contestan los siguientes Senadores:
Acosta Bendeck Gabriel
Albornoz Guerrero Carlos
Aldana Vivas Ismael
Andrade Serrano Hernán Francisco
Angarita Baracaldo Alfonso
Araújo Castro Alvaro
Arenas Parra Luis Elmer
Artunduaga Sánchez Edgar
Avellaneda Tarazona Luis Carlos
Barco López Víctor Renán
Barragán Lozada Carlos Hernán
Beltrán Rodríguez Ismael
Benítez Maldonado Eduardo
Bernal Amorocho Jesús Antonio
Blel Saad Vicente

Número 56 de la sesión extraordinaria del día miércoles 22 de junio de 2005
Presidencia de los honorables Senadores: Luis Humberto Gómez Gallo, José Ignacio Mesa Betancur

y Jesús Antonio Bernal Amorocho.

Blum de Barberi Claudia
Bravo Motta Jaime
Builes Correa Humberto de Jesús
Butron Palacio Romny
Cáceres Leal Javier Enrique
Carrizosa Franco Jesús Ángel
Cepeda Sarabia Efraín José
Clopatofsky Ghisays Jairo Raúl
Conde Romero José María
Córdoba Ruiz Piedad
Chamorro Cruz Jimmy
Chávez Cristancho Guillermo
De la Espriella Burgos Miguel
Díaz Jimeno Manuel Antonio
Durán de Mustafá Consuelo
Ferro Solanilla Carlos Roberto
García Orjuela Carlos Armando
García Realpe Guillermo
García Romero Alvaro Alfonso
Gaviria Zapata Guillermo
Gerléin Echeverría Roberto
Gnecco Arregocés Flor M.
Gómez Celis Jorge
Gómez Gallo Luis Humberto
Gómez Hurtado Enrique

Gómez Martínez Juan
González Bustos Juan Manuel
González Díaz Andrés
Granada Loaiza Fabio
Guzmán Carrascal Edgar de Jesús
Hernández Aguilera Germán
Higuera Escalante Carlos Reinaldo
Holguín Sardi Carlos
Jaramillo Martínez Mauricio
Jumí Tapias Gerardo Antonio
López Cabrales Juan Manuel
Luna Conde José Ramiro
Maloof Cusé Dieb Nicolás
Manzur Abdala Julio Alberto
Martínez Betancourt Oswaldo Darío
Martínez Sinisterra Juan Carlos
Merheg Marún Habib
Merlano Fernández Jairo Enrique
Mesa Betancur José Ignacio
Montes Medina William Alfonso
Moreno de Caro Carlos
Murgueitio Restrepo Francisco
Náder Muskus Mario Salomón
Navarro Wolff Antonio
Pardo Rueda Rafael
Peñaloza Núñez Antonio Javier
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Pimiento Barrera Mauricio
Piñacué Achicué Jesús Enrique
Ramírez Pinzón Ciro
Restrepo Escobar Juan Carlos
Rivera Salazar Rodrigo
Robledo Castillo Jorge Enrique
Rodríguez Pinzón Ciro
Rodríguez Rodríguez Carlina
Rojas Birry Francisco
Rojas Jiménez Héctor Helí
Rueda Maldonado José Raúl
Salazar Cruz José Darío
Sánchez Ortega Camilo Armando
Sánchez Ortega José Alvaro
Sierra Grajales Luis Emilio
Sosa Pacheco Gustavo Enrique
Toro Torres Dilian Francisca
Trujillo García José Renán
Uribe Escobar Mario
Varela Consuegra Ricardo
Vélez Trujillo Luis Guillermo
Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth
Zuccardi de García Piedad
Zuluaga Escobar Oscar Iván
Dejan de asistir con excusa los honorables

Senadores:
Cogollos Amaya Angela Victoria
Cristo Bustos Juan Fernando
Gaviria Díaz Carlos
Guerra Hoyos Bernardo Alejandro
Mejía Marulanda María Isabel
Moreno Piraquive Alexandra
Moreno Rojas Samuel
Ramos Botero Luis Alfredo
Tarapués Cuaical Efrén Félix
Vargas Lleras Germán
Velásquez Arroyave Manuel Ramiro
Vives Lacouture Luis Eduardo.
22.  VI.  2005.

SENADO DE LA REPUBLICA
Carlos Gaviria Díaz

Bogotá, D. C., 22 de junio de 2005
Doctor
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Respetado doctor Gómez:
Comedidamente, me permito solicitarle se

sirva excusar al Senador Carlos Gaviria Díaz
de no asistir a la sesión plenaria del día de hoy,
toda vez que el Senador se encuentra en la
ciudad de Madrid, España.

Es importante señalar que ha sido autorizado
por la Mesa Directiva del Senado de la
República, mediante Decreto número 195 del
2 de junio de 2005, para aceptar invitación que
le hiciera el Centro de Investigaciones para la
Paz (CIP – Fuhem), para participar como
expositor en el Seminario “Colombia – Unión
Europea – España: Propuestas para la Paz y
los Derechos Humanos”, en la ciudad de
Madrid (España) los días 20 y 21 de junio.

Para los trámites pertinentes me permito
adjuntarle copia de la mencionada carta y el
decreto.

Atentamente,
Liliana Acosta,

Asistente,
UTL honorable Senador

Carlos Gaviria Díaz.
* * *

Alexandra Moreno Piraquive
Senadora de la República de Colombia
Bogotá, D. C., junio 22 de 2005
Doctor
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Apreciado doctor:
Con todo respecto me excuso de asistir a la

plenaria del día miércoles 22 de junio de 2005
convocada para las 4:00 p. m.; razones de
fuerza mayor me impiden asistir a la sesión.

Cordialmente,
Alexandra Moreno Piraquive,

Senado de la República,
Movimiento MIRA.

* * *
Bogotá, D. C., junio 22 de 2005
Doctor
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
Presidente del honorable Senado de la

República
Atención: EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Honorables Senadores, reciba un cordial

saludo:
Teniendo en cuenta que las autoridades de

los diferentes Cabildos Indígenas, del
departamento de Nariño organizamos el Primer
Encuentro Binacional Colombo-Ecuato-
riano y Reencuentro del Pueblo de los
Pastos, programado para los días 19, 20, 21 de
junio del año en curso y el 22 de junio tiene
otras reuniones de carácter urgente en el
Resguardo. No podrá asistir a la plenaria de
Senado programada para el día 22 de junio;
puesto que, este evento es de gran importancia
para todos los indígenas, además tendrá unas

reuniones con los gobernadores de los
resguardos indígenas del departamento de
Nariño, para compartir conocimientos y
observar cuáles son las necesidades más
urgentes por solventar. Por tal razón, pide
excusas y espera estar presente en las próximas
plenarias.

Sin otro particular y motivo, me suscribo
de ustedes.

Cordialmente,
Edith Fabiola Gómez,

Asistente del honorable Senador de la
República Efrén Félix Tarapués Cuaical.

c.c. Copia carta de invitación Autoridades
Indígenas.

ENCUENTRO BINACIONAL
COLOMBO-ECUATORIANO

Y REENCUENTRO DEL PUEBLO
DE LOS PASTOS

SOLSITICIO DE VERANO
19, 20 y 21, 22 de junio de 2005

PRIMER DIA: INICIO DE TRABAJO Y
PONENCIAS

19 de junio
8:00 – 9:00 Recepción de delegaciones

y entrega de identifica-
ciones

9:15 Apertura de sesión Autori-
dades Indígenas de los
Pastos,
Cabildos Estudiantiles y
Hermanos Pastos del Ecua-
dor.

9:30 – 10:30 a. m. Ceremonia de apertura del
evento
• Arturo Pastas – Jesús
Manuel Cuaces
• Mg. Edmundo Osejo
• Dr. Bolívar Chamorro –
Gobernador Provincia –
Ecuador
• Lic. Milton Carapaz –
Ecuador
• Dr. Eduardo Zúñiga –
Gobernador departamento
de Nariño

10:30 – 1:30 p. m. Primera Etapa de Ponen-
cias

3:00 – 7:00 p. m. Segunda Etapa de Ponen-
cias

TERRITORIALIDAD, SIMBOLOGIA
Y PENSAMIENTO ANDINO

Taita Efrén Tarapués, Senador Indígena –
Colombia

Dr. Doumer Mamiam, Docente Universidad
de Nariño

Dr. Luis Macas, Presidente Confederación
de Pueblos y Nacionalidades Indígenas del
Ecuador, CONAIE.
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PROCESOS HISTORICOS,
ORGANIZATIVO SOCIALES

Y POLITICOS
Dr. Cristóbal Landázuri, Decano de la

Escuela de Antropología de la Universidad
Católica del Ecuador.

Sra. Mariana Malte, ex Gobernador Cabildo
Indígena Resguardo de Panan

Sr. Cristóbal Cuastumal – ex Gobernador
Indígenas Resguardo de Cuachucal

Sr. Alfonso Canacuan – ex Gobernador
Indígena Resguardo de Panan

EDUCACION Y CULTURA
Mg. Edmundo Osejo, Rector Institución

Técnica Agroindustrial Los Pastos
Lic. Ramiro Estacio, Etnoeducador

Resguardo Indígena de Panan
Sr. José Elías Ortega, ex Gobernador

Indígena Resguardo de Mueses
Investigador Germán Bastidas Baca –

Ecuador.
Sociólogo Ramiro Almeida – Ecuador
Dr. Rubén Castro – Ecuador
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS

INDIGENAS Y LA LEY
Sr. Humberto Cholango – Ecuador
Dr. Raúl Ilaquiche – Vicepresidente de la

Confederación de Pueblos de la Nacionalidad
Quitchua del Ecuador – Ecuarunari.

Dr. Jaime Romero, Asesor Jurídico de
Comunas Campesinas de Montufar – CCM

Taita Lorenzo Muelas, Constituyente
Nacional – ex Senador Indígena – Colombia

Taita Floro Túmbala – ex Gobernador
Departamental Cauca – Colombia

Dr. Carlos Villarreal – Arturo Pastas –
Jesús Manuel Cuaces – Gobernadores
Indígenas Pueblos de los Pastos.
TRATADO DE LIBRE COMERCIO, TLC

Dr. Jairo Guerrero – Solidario Autoridades
Indígenas de Colombia, AICO

Abg. José Eduardo Cuaical, Docente
Universidad Nacional Abierta y a Distancia,
UNAD

Dra. Blanca Chancoso – Confederación de
Pueblos de la Nacionalidad Quichua del
Ecuador, Ecuarunari.

7:00 p. m. Comida
9:00 – 12:00 m. Jornada Cultural (música,

danza, teatro  y  muestras
culturales), responsabili-
dad Hermanos Indígenas
del Ecuador

SEGUNDO DIA MESAS
DE TRABAJO Y PLENARIA

20 de junio
7:00 a. m. Desayuno
8:00 – 1:00 p. m. Mesas de trabajo

• Territorialidad, simbolo-
gía y pensamiento andino
• Procesos históricos, orga-
nizativos sociales y polí-
ticos
• Educación y cultura
• Los derechos de los
pueblos indígenas y la ley
• Tratado de Libre Comer-
cio, TLC

2:30 – 7:00 p.m. Plenaria
7:00 p. m. Comida
8:30 p. m. Jornada cultural (música,

danza, teatro y muestras
culturales), responsables
Cabildos Indígenas de los
Pastos.

TERCER DIA: ACUERDOS,
COMPROMISOS Y TAREAS

21 de junio
7:00 a. m. Desayuno
8:00 – 11:00 a. m. Firma de Acuerdos Pueblos

Indígenas
• Agenda del próximo
evento y responsables
• Declaratoria del reen-
cuentro de la Gran Nación
Pasto

11:45 p. m. Convocatoria para el ritual
solsticio de verano

12:00 m. RECIBIDA DEL ALLIN
WATA (BUEN AÑO)

1:00 p. m. Danzas rituales
• Bendición de frutos,
semillas y vestidos
• 2:00 p. m. Almuerzo

22 junio, reunión Gobernadores de los
Resguardos Departamento de Nariño.

* * *
SEN. MRVA-LFES 2167/05
Bogotá, D. C., 22 de junio de 2005
Doctor
EMILIO OTERO
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Por compromisos inaplazables adquiridos

con suficiente anterioridad a la fecha tuve que
ausentarme del país en el día de hoy, razón por
la cual no puedo asistir a las demás plenarias
de las sesiones extraordinarias.

Cordial saludo,
Manuel Ramiro Velásquez Arroyave,

Presidente Comisión Segunda de Política
Exterior, Defensa y Seguridad Nacional,

Senado de la República.

Bogotá, D. C., 22 de junio de 2005
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Distinguido doctor:
En atención a las sesiones extras convocadas

por la Presidencia de la República y por
instrucciones del Senador Luis Eduardo Vives
Lacouture, atentamente me permito solicitar
se sirva excusar al Senador de asistir a la
plenaria del día de hoy.

Cordialmente,
Antonio Martínez Hoyer,

Asesor UTL.
Por Secretaría se informa que se ha

registrado quórum decisorio.
Siendo las 4:45 p. m., la Presidencia

manifiesta:
Abrase la sesión y proceda el señor

secretario a dar lectura al Orden del Día, para
la presente reunión.

Por Secretaría se da lectura al Orden del
Día de la presente sesión:

ORDEN DEL DIA
Sesiones Extraordinarias convocadas por
el señor Presidente de la República,
mediante Decretos números 2050 del 20

de junio y 2098 del 21 de junio de 2005
Para la sesión extraordinaria del día

miércoles 22 de junio de 2005
Hora: 4:00 p.m.

I
Llamado a Lista

II
Votación de proyectos de ley o de acto

legislativo
* * *

Con Informe de Conciliación
• Proyecto de ley número 211 de 2005

Senado, 293 de 2005 Cámara (acumu-
lado con los Proyectos de ley números
180 de 2004 Senado, 288 de 2005
Cámara; 207 de 2005 Senado, 289 de
2005 Cámara; 208 de 2005 Senado, 290
de 2005 Cámara; 209 de 2005 Senado,
291 de 2005 Cámara; 210 de 2005
Senado, 292 de 2005 Cámara; 212 de
2005 Senado, 294 de 2005 Cámara; 214
de 2005 Senado, 295 de 2005 Cámara;
217 de 2005 Senado, 287 de 2005
Cámara, por la cual se dictan disposicio-
nes para la reincorporación de miembros
de grupos armados organizados al margen
de la ley, que contribuyan de manera
efectiva a la consecución de la paz
nacional y se dictan disposiciones para
acuerdos humanitarios.
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Comisión Accidental: honorables Sena-
dores Mario Uribe Escobar, Mario Salomón
Náder Muskus, Carlos Moreno de Caro y
Claudia Blum de Barberi.

Informe publicado en la Gaceta del
Congreso número 391 de 2005.

***
• Proyecto de ley número 020 de 2004

Senado, 285 de 2005 Cámara, por medio de
la cual se adoptan medidas de protección a las
víctimas del secuestro y sus familias y se
dictan otras disposiciones.

Comisión Accidental: honorables Sena-
dores Claudia Blum de Barberi y Rafael Pardo
Rueda.

Informe publicado en la Gaceta del
Congreso número 392 de 2005.

• Proyecto de ley número 17 de 2004
Senado, 243 de 2004 Cámara, por medio de
la cual se expide un estatuto que contiene
medidas administrativas contra la trata de
personas.

Comisión Accidental: honorables Sena-
dores Claudia Blum de Barberi y Rafael Pardo
Rueda.

Informe publicado en la Gaceta del
Congreso número 392 de 2005.

III
Negocios sustanciados por la Presidencia

IV
Lo que propongan los honorables

Senadores
El Presidente,

LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
El Primer Vicepresidente,

JOSE IGNACIO MESA BETANCUR
El Segundo Vicepresidente,
JESUS ANTONIO BERNAL AMOROCHO
El Secretario General,

EMILIO OTERO DAJUD
Por Secretaría se da lectura al Decreto 2090

del 21 de junio de 2005, sobre convocatoria a
extraordinarias.

Ministerio del Interior y de Justicia
DECRETO NUMERO 002098 DE 2005

(junio 21)
por el cual se adiciona el Decreto

número 2050 de 2005.
El Presidente de la República de Colombia,

en ejercicio de sus facultades que le confieren
los artículos 138 y 200 numeral 2 de la
Constitución Política,

DECRETA:
Artículo 1º. Durante el período de sesiones

extraordinarias señalado en el Decreto 2050
de 2005 el honorable Congreso de la República
se ocupará de los asuntos señalados en el
citado decreto y adicionalmente de los
siguientes proyectos:

a) Proyecto de ley número 243 de 2004
Cámara, 017 de 2004 Senado, por medio de la
cual se adoptan medidas contra la trata de
personas y normas para la atención y
protección de las víctimas de la misma.

b) Proyecto de ley número 285 de 2005
Cámara, 020 de 2004 Senado, por medio de la
cual se adoptan medidas de protección a las
víctimas del secuestro y sus familias, y se
dictan otras disposiciones.

Artículo 2º. El presente decreto rige a partir
de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 21 de junio de

2005.
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,
Sabas Pretelt de la Vega.

La Presidencia somete a consideración de
la plenaria el Orden del Día de la presente
sesión y, cerrada su discusión, esta le imparte
su aprobación.

La Presidencia indica a la Secretaría
continuar con el Orden del Día.

II
Votación de proyectos de ley o de acto

legislativo
***

Con Informe de Conciliación
Proyecto de ley número 211 de 2005

Senado, 293 de 2005 Cámara (acumulado
con los Proyectos de ley números 180 de
2004 Senado, 288 de 2005 Cámara; 207 de
2005 Senado, 289 de 2005 Cámara; 208 de
2005 Senado, 290 de 2005 Cámara; 209 de
2005 Senado, 291 de 2005 Cámara; 210 de
2005 Senado, 292 de 2005 Cámara; 212 de
2005 Senado, 294 de 2005 Cámara; 214 de
2005 Senado, 295 de 2005 Cámara; 217 de
2005 Senado, 287 de 2005 Cámara, por la
cual se dictan disposiciones para la
reincorporación de miembros de grupos
armados organizados al margen de la ley, que
contribuyan de manera efectiva a la
consecución de la paz nacional y se dictan
disposiciones para acuerdos humanitarios.

La Presidencia indica a la Secretaría dar
lectura al Informe de Conciliación.

Por Secretaría se da lectura al Informe de
Mediación que acordaron las comisiones
designadas por los Presidentes de ambas
Corporaciones, para conciliar las discrepancias
surgidas en la aprobación del Proyecto de ley
número 211 de 2005 Senado, 293 de 2005
Cámara (acumulado con los Proyectos de
ley números 180 de 2004 Senado, 288 de
2005 Cámara; 207 de 2005 Senado, 289 de
2005 Cámara; 208 de 2005 Senado, 290 de
2005 Cámara; 209 de 2005 Senado, 291 de
2005 Cámara; 210 de 2005 Senado, 292 de

2005 Cámara; 212 de 2005 Senado, 294 de
2005 Cámara; 214 de 2005 Senado, 295 de
2005 Cámara; 217 de 2005 Senado, 287 de
2005 Cámara, por la cual se dictan
disposiciones para la reincorporación de
miembros de grupos armados organizados al
margen de la ley, que contribuyan de manera
efectiva a la consecución de la paz nacional y
se dictan disposiciones para acuerdos
humanitarios.

La Presidencia abre la discusión del informe
leído, y concede el uso de la palabra al
honorable Senador Mario Uribe Escobar.

Palabras del honorable Senador Mario
Uribe Escobar.

Con la venia de la Presidencia hace uso
de la palabra el honorable Senador Mario
Uribe Escobar:

Presidente, muy rápidamente quiero
informarle a esta Plenaria que se realizó una
conciliación fácil con la Cámara de Represen-
tantes de 71 artículos que tiene este proyecto
52 fueron aprobados de igual manera en Senado
y Cámara.

En términos generales  la Cámara de
Representantes, adoptó los textos que había
aprobado el Senado en su Plenaria y que
habían sido votados allá de manera diferente
en términos generales digo porque en materia
de procedimientos, en materia de procedi-
miento generalmente la conciliación se
adoptaron los textos aprobados por la Cámara,
cuál fue la razón que la Fiscalía que estudió
durante estos meses con un grupo de
especialistas el procedimiento que había
propuesto aquí, formuló sus objeciones allá y
la Cámara las adoptó aquí.

En ese debate como ustedes recuerdan no
entramos en el Senado porque en Plenaria no
participó la Fiscalía, a nosotros nos parecía
que bastaban con que se aprobaran allá los
textos nuevos producidos, sugeridos por la
Fiscalía para que después los adoptáramos en
la conciliación, así lo hicimos, básicamente en
materia de términos, en materia de términos
todos se ampliaron, se ampliaron para que
haya más oportunidades de investigación, en
general los términos son más amplios que en
el proceso ordinario recientemente aprobado
por estas Cámaras a propósito de la justicia
oral que hemos adoptado los términos son
superiores.

En el incidente de reparación se dejó a la
víctima la posibilidad de promoverlo o no,
ustedes recuerdan que luego de que se dicte la
sentencia se puede abrir un procedimiento de
reparación pero si la víctima dice: No lo
habrán, dejemos ahí; el juez puede, puede
optar por no abrir ese procedimiento.

El tema jubileo se adoptó como se había
adoptado aquí, se adoptaron las modificaciones
en materia de víctimas que habíamos adoptado
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aquí a sugerencia del Senador Clopatofsky y
en materia de confesión se introdujo una, se
aceptó una sugerencia bien importante que es
que si se llegare a la conclusión de que una
omisión intencional de hechos, de hechos
delictivos, podría; la consecuencia será que
no habrán, que no habrá beneficios.

Si la persona se acoge a Ley 782, la versión
que dé no es obligatorio que confiese, pero si
se acoge, a justicia y paz a esta nueva ley tiene
que manifestar los hechos en los que incurrió
y si incurre en omisiones esas omisiones no
pueden ser voluntarias.   He terminado
apreciados colegas, muchas gracias.

La Presidencia cierra la discusión del
Informe de Conciliación, y la plenaria le
imparte su aprobación.

Bogotá, D. C., junio 21 de 2005
Doctores
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
Presidente del honorable Senado de la

República
ZULEMA JATTIN
Presidenta de la honorable Cámara de

Representantes
Congreso de la República
L. C.
Referencia: Informe de Conciliación al

Proyecto de ley número 211 de 2005 Senado,
293 de 2005 Cámara, por la cual se dictan
disposiciones para la reincorporación de
miembros de grupos armados organizados al
margen de la ley, que contribuyan de manera
efectiva a la consecución de la paz nacional y
se dictan otras  disposiciones para acuerdos
humanitarios.

Acumulado con los Proyectos de ley
números 180 de 2004 Senado, 288 de 2005
Cámara; 207 de 2005 Senado, 289 de 2005
Cámara; 208 de 2005 Senado, 290 de 2005
Cámara; 209 de 2005 Senado, 291 de 2005
Cámara; 210 de 2005 Senado, 292 de 2005
Cámara; 212 de 2005 Senado, 294 de 2005
Cámara; 214 de 2005 Senado, 295 de 2005
Cámara;  217 de 2005 Senado, 287 de 2005
Cámara.

De acuerdo con la designación efectuada
por ustedes y de conformidad con los artículos
161 de la Constitución Política y 186 de la Ley
5ª de 1992, los suscritos Senadores y
Representantes integrantes de la Comisión
Accidental de Conciliación, nos permitimos
someter por su conducto a consideración de
las plenarias del honorable Senado de la
República y de la honorable Cámara de
Representantes para continuar su trámite
correspondiente, el texto conciliado del
proyecto de ley en referencia, dirimiendo de
esta manera las discrepancias existentes entre
los  textos aprobados por las respectivas

sesiones plenarias realizadas el 20 de junio de
2005 (Senado) y 16, 17, 20 y  21 de junio de
2005.

Luego de un análisis detallado de los
artículos, cuya aprobación por las respectivas
plenarias presenta diferencias, hemos
concluido lo siguiente, bajo el entendido que
los textos adoptados por esta Comisión son
aquellos que mejor se adecuan al objeto que
apunta a la reincorporación de miembros de
grupos armados organizados al margen de la
ley y la obtención de la paz  nacional.

De esta manera, la Comisión Accidental de
Conciliación resuelve adoptar los textos
aprobados por la Plenaria del honorable Senado
de la República y la honorable Cámara de
Representantes en relación con los siguientes
artículos, cuya numeración corresponde a la
incorporada en tal texto:

Artículos: 1°, 2°, 3°, 4°, 6°, 8°, 9°, 11, 12,
14, 15, 16, 24, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 37, 38,
39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51,
52, 53, 54, 56, 57, 58, 59, 60, 62, 63, 64, 65, 66,
68, 69, 70, 72 y 73.

Por otro lado, fueron acogidos del texto
aprobado en el honorable Senado los artículos
5° y 71.

Finalmente, fueron adoptados del texto
aprobado en la honorable Cámara de
Representantes los siguientes artículos: 7°,
10, 13, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 25, 26, 27, 35,
36, 55, 61 y 67.

Los artículos 71 y 72, corresponden a Rebaja
de Penas y Sedición, respectivamente, cuyos
textos fueron aprobados en virtud del recurso
de apelación surtido ante la honorable
Comisión Segunda de Senado y la honorable
Comisión Tercera de la Cámara de Represen-
tantes.

Frente al artículo 71 denominado “Rebaja
de Penas”, el honorable Representante Luis
Fernando Almario Rojas presentó una
proposición aditiva que no fue acogida por
esta Comisión Accidental de Conciliación,
motivo por el cual dejó la siguiente constancia:

“Por el derecho a la igualdad, dejo
constancia en el acta de conciliación, que no
estoy de acuerdo con las excepciones para la
rebaja de penas. La ley debe ser general”.
(Firmado honorable Representante Luis
Fernando Almario Rojas)

En virtud de lo anterior y para los efectos
pertinentes, adjuntamos el texto conciliado
definitivo.

Cordialmente,
Honorables Senadores Mario Uribe

Escobar, Coordinador de Ponentes; Claudia
Blum de Barberi, Mario Salomón Náder y
Carlos Moreno de Caro; honorables Represen-
tantes Roberto Camacho, Coordinador de
Ponentes; José Luis Arcila, Zulema Jattin
Corrales y José Fernando Almario Rojas.

TEXTO CONCILIADO DEFINITIVO
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 211

DE 2005 SENADO, 293 DE 2005
CAMARA

por la cual se dictan disposiciones para la
reincorporación  de miembros de grupos
armados organizados al margen de la ley,  que
contribuyan de manera efectiva a
la consecución de la paz nacional y se
dictan otras  disposiciones para acuerdos

humanitarios.
CAPITULO I

Principios y definiciones
Artículo 1°. Objeto de la presente ley. La

presente ley tiene por objeto facilitar los
procesos de paz y la reincorporación individual
o colectiva a la vida civil de miembros de
grupos armados al margen de la ley,
garantizando los derechos de las víctimas a la
verdad, la justicia y la reparación.

Se entiende por grupo armado organizado
al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de
autodefensas, o una parte significativa e
integral de los mismos como bloques, frentes
u otras modalidades de esas mismas organi-
zaciones, de las que trate  la Ley 782 de 2002.

Artículo 2°. Ambito de la ley, interpretación
y aplicación normativa. La presente ley regula
lo concerniente a la investigación, procesa-
miento, sanción y beneficios judiciales de las
personas vinculadas a grupos armados
organizados al margen de la ley, como autores
o partícipes de hechos delictivos cometidos
durante y con ocasión de la pertenencia a esos
grupos, que hubieren decidido desmovilizarse
y contribuir decisivamente a la reconciliación
nacional.

La interpretación y aplicación de las
disposiciones previstas en esta ley deberán
realizarse de conformidad con las normas
constitucionales y los tratados internacionales
ratificados por Colombia. La incorporación
de algunas disposiciones internacionales en la
presente ley, no debe entenderse como la
negación de otras normas internacionales que
regulan esta misma materia.

La reinserción a la vida civil de las personas
que puedan ser favorecidas con amnistía,
indulto o cualquier otro beneficio establecido
en la Ley 782 de 2002, se regirá por lo dispuesto
en dicha ley.

Artículo 3°. Alternatividad. Alternatividad
es un beneficio consistente en suspender la
ejecución de la pena determinada en la
respectiva sentencia, reemplazándola por una
pena alternativa que se concede por la
contribución del beneficiario a la consecución
de la paz nacional, la colaboración con la
justicia, la reparación a las víctimas y su
adecuada resocialización. La concesión del
beneficio se otorga según las condiciones
establecidas en la presente ley.
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Artículo 4°. Derecho a la verdad, la justicia
y la reparación y debido proceso. El proceso
de reconciliación nacional al que dé lugar la
presente ley, deberá promover, en todo caso,
el derecho de las víctimas a la verdad, la
justicia y la reparación y respetar el derecho al
debido proceso y las garantías judiciales de
los procesados.

Artículo 5°. Definición de víctima. Para los
efectos de la presente ley se entiende por
víctima la persona que individual o colectiva-
mente haya sufrido daños directos tales como
lesiones transitorias o permanentes que
ocasionen algún tipo de discapacidad física,
síquica y/o sensorial (visual  y/o auditiva),
sufrimiento emocional, pérdida financiera o
menoscabo de sus derechos fundamentales.
Los daños deberán ser consecuencia de
acciones que hayan transgredido la legislación
penal, realizadas por grupos armados
organizados al margen de la ley.

También se tendrá por víctima al cónyuge,
compañero o compañera permanente, y
familiar en primer grado de consanguinidad,
primero civil de la víctima directa, cuando a
esta se le hubiere dado muerte o estuviere
desaparecida.

La condición de víctima se adquiere con
independencia de que se identifique,
aprehenda, procese o condene al autor de la
conducta punible y sin consideración a la
relación familiar existente entre el autor y la
víctima.

Igualmente, se considerarán como víctimas
a los miembros de la Fuerza Pública que
hayan sufrido lesiones transitorias o perma-
nentes que ocasionen algún tipo de discapa-
cidad física, síquica y/o sensorial (visual  o
auditiva), o menoscabo de sus derechos
fundamentales, como consecuencia de las
acciones de algún integrante o miembros de
los grupos armados organizados al margen de
la ley.

Asimismo, se tendrán como víctimas al
cónyuge, compañero o compañera permanente
y familiares en primer grado de consangui-
nidad, de los miembros de la fuerza pública
que hayan perdido la vida en desarrollo de
actos del servicio, en relación con el mismo, o
fuera de él, como consecuencia de los actos
ejecutados por algún integrante o miembros
de los grupos organizados al margen de la ley.

Artículo 6. Derecho a la Justicia. De
acuerdo con las disposiciones legales vigentes,
el Estado tiene el deber de realizar una
investigación efectiva que conduzca a la
identificación, captura y sanción de las
personas responsables por delitos cometidos
por los miembros de grupos armados al margen
de la ley; asegurar a las víctimas de esas
conductas el acceso a recursos eficaces que

reparen el daño infligido, y tomar todas las
medidas destinadas a evitar la repetición de
tales violaciones.

Las autoridades públicas que intervengan
en los procesos que se tramiten con fundamento
en la presente ley deberán atender, primordial-
mente, el deber de que trata este artículo.

Artículo 7°. Derecho a la verdad. La
sociedad, y en especial las víctimas, tienen el
derecho inalienable, pleno y efectivo de
conocer la verdad sobre los delitos cometidos
por grupos armados organizados al margen de
la ley, y sobre el paradero de las víctimas de
secuestro y desaparición forzada.

Las investigaciones y procesos judiciales a
los que se aplique la presente ley deben
promover la investigación de lo sucedido a las
víctimas de esas conductas, e informar a sus
familiares lo pertinente.

Los procesos judiciales que se adelanten a
partir de la vigencia de la presente ley no
impedirán que en el futuro puedan aplicarse
otros mecanismos no judiciales de reconstruc-
ción de la verdad.

Artículo 8°. Derecho a la reparación. El
derecho de las víctimas a la reparación
comprende las acciones que propendan por la
restitución, indemnización, rehabilitación,
satisfacción; y las garantías de no repetición
de las conductas.

Restitución es la realización de las acciones
que propendan por regresar a la víctima a la
situación anterior a la comisión del delito.

La indemnización consiste en compensar
los perjuicios causados por el delito.

La rehabilitación consiste en realizar las
acciones tendientes a la recuperación de las
víctimas que sufren traumas físicos y
sicológicos como consecuencia del delito.

La satisfacción o compensación moral
consiste en realizar las acciones tendientes a
restablecer la dignidad de la víctima y difundir
la verdad sobre lo sucedido.

Las garantías de no repetición comprenden,
entre otras, la desmovilización y el desmante-
lamiento de los grupos armados al margen de
la ley.

Se entiende por reparación simbólica toda
prestación realizada a favor de las víctimas o
de la comunidad en general que tienda a
asegurar la preservación de la memoria
histórica, la no repetición de los hechos
victimizantes, la aceptación pública de los
hechos, el perdón público y el restablecimiento
de la dignidad de las víctimas.

La reparación colectiva debe orientarse a la
reconstrucción sicosocial de las poblaciones
afectadas por la violencia. Este mecanismo se
prevé de manera especial para las comunidades
afectadas por la ocurrencia de hechos de
violencia sistemática.

Las autoridades judiciales competentes
fijarán las reparaciones individuales, colecti-
vas o simbólicas que sean del caso, en los
términos de esta ley.

Artículo 9°. Desmovilización. Se entiende
por desmovilización el acto individual o
colectivo de dejar las armas y abandonar el
grupo armado organizado al margen de la ley,
realizado ante autoridad competente.

La desmovilización del grupo armado
organizado al margen de la ley se realizará de
acuerdo con lo establecido en la Ley 782 de
2002.

CAPITULO II
Aspectos preliminares

Artículo 10. Requisitos de elegibilidad para
la desmovilización colectiva. Podrán acceder
a los beneficios que establece la presente ley
los miembros de un grupo armado organizado
al margen de la ley que hayan sido o puedan
ser imputados, acusados o condenados como
autores o partícipes de hechos delictivos
cometidos durante y con ocasión de la
pertenencia a esos grupos, cuando no puedan
ser beneficiarios de algunos de los mecanismos
establecidos en la Ley 782 de 2002, siempre
que se encuentren en el listado que el Gobierno
Nacional remita a la Fiscalía General de la
Nación y reúnan, además, las siguientes
condiciones:

10.1 Que el grupo armado organizado de
que se trata se haya desmovilizado y
desmantelado en cumplimiento de acuerdo
con el Gobierno Nacional.

10.2 Que se entreguen los bienes producto
de la actividad ilegal.

10.3 Que el grupo ponga a disposición del
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la
totalidad de menores de edad reclutados.

10.4 Que el grupo cese toda interferencia al
libre ejercicio de los derechos políticos y
libertades públicas y cualquiera otra actividad
ilícita.

10.5 Que el grupo no se haya organizado
para el tráfico de estupefacientes o el
enriquecimiento ilícito.

10. 6 Que se liberen las personas secues-
tradas, que se hallen en su poder.

Parágrafo. Los miembros del grupo armado
organizado al margen de la ley que se
encuentren privados de la libertad, podrán
acceder a los beneficios contenidos en la
presente ley y a los establecidos en la Ley 782
de 2002, siempre que en las providencias
judiciales correspondientes se determine su
pertenencia al respectivo grupo.

Artículo 11. Requisitos de elegibilidad para
desmovilización individual. Los miembros de
los grupos armados organizados al margen de
la ley que se hayan desmovilizado individual-
mente y que contribuyan a la consecución de
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la paz nacional, podrán acceder a los beneficios
que establece la presente ley, siempre que
reúnan los siguientes requisitos:

11.1 Que entregue información o colabore
con el desmantelamiento del grupo al que
pertenecía.

11.2 Que haya suscrito un acta de
compromiso con el Gobierno Nacional.

11.3 Que se haya desmovilizado y dejado
las armas en los términos establecidos por el
Gobierno Nacional para tal efecto.

11.4 Que cese toda actividad ilícita.
11.5 Que entregue los bienes producto de la

actividad ilegal, para que se repare a la víctima
cuando se disponga de ellos.

11.6 Que su actividad no haya tenido como
finalidad el tráfico de estupefacientes o el
enriquecimiento ilícito.

Solamente podrán acceder a los beneficios
previstos en esta ley, las personas cuyos
nombres e identidades presente el Gobierno
Nacional ante la Fiscalía General de la Nación.

CAPITULO III
Principios procesales

Artículo 12. Oralidad. La actuación
procesal será oral y en su realización se
utilizarán los medios técnicos idóneos que
garanticen su reproducción fidedigna.

La conservación de los registros correspon-
derá al Secretario de la Unidad Nacional de
Fiscalía para la Justicia y la Paz creada por la
presente ley, y al de la Sala del Tribunal
Superior de Distrito Judicial que conozca del
juzgamiento, según corresponda.

Artículo 13. Celeridad. Los asuntos que se
debatan en audiencia serán resueltos dentro de
la misma. Las decisiones se entenderán
notificadas en estrados.

Las audiencias preliminares  se realizarán
ante el Magistrado de Control de Garantías
que designe el Tribunal respectivo.

En audiencia preliminar se tramitarán los
siguientes asuntos:

1. La práctica de una prueba anticipada que
por motivos fundados y de extrema necesidad
se requiera para evitar la pérdida o alteración
del medio probatorio.

2. La adopción de medidas para la
protección de víctimas y testigos.

3. La solicitud y la decisión de imponer
medida de aseguramiento.

4. La solicitud y la decisión de imponer
medidas cautelares sobre bienes de proceden-
cia ilícita.

5. La formulación de la imputación.
6. La formulación de cargos.
7. Las  que resuelvan asuntos similares a

los anteriores.

Las decisiones que resuelvan asuntos
sustanciales y las sentencias deberán
fundamentarse fáctica, probatoria y jurídica-
mente e indicar los motivos de estimación o de
desestimación de las pretensiones de las partes.

El reparto de los asuntos a que se refiere la
presente ley, deberá hacerse el mismo día en
que se reciba la actuación en el correspondiente
despacho.

Artículo 14. Defensa. La defensa estará a
cargo del defensor de confianza que libremente
designe el imputado o acusado o, en su defecto,
del asignado por el Sistema Nacional de
Defensoría Pública.

Artículo 15. Esclarecimiento de la verdad.
Dentro del procedimiento que establece la
presente ley los servidores públicos dispondrán
lo necesario para que se asegure el esclareci-
miento de la verdad sobre los hechos objeto de
investigación y se garantice la defensa de los
procesados.

La Unidad Nacional de Fiscalía para la
Justicia y la Paz creada por esta ley, deberá
investigar, por conducto del fiscal delegado
para el caso, con el apoyo del grupo
especializado de policía judicial, las circuns-
tancias de tiempo, modo y lugar en que se
realizaron las conductas punibles; las
condiciones de vida, sociales, familiares e
individuales del imputado o acusado y su
conducta anterior; los antecedentes judiciales
y de policía, y los daños que individual o
colectivamente haya causado de manera
directa a las víctimas, tales como lesiones
físicas o sicológicas, sufrimiento emocional,
pérdida financiera o menoscabo sustancial de
derechos fundamentales.

Con la colaboración de los desmovilizados,
la policía judicial investigará el paradero de
personas secuestradas o desaparecidas, e
informará oportunamente a los familiares sobre
los resultados obtenidos.

La Fiscalía General de la Nación velará por
la protección de las víctimas, los testigos y los
peritos que pretenda presentar en el juicio. La
protección de los testigos y los peritos que
pretenda presentar la defensa estará a cargo de
la Defensoría del Pueblo. La protección de los
Magistrados de los Tribunales Superiores de
Distrito Judicial que deban conocer del
juzgamiento será responsabilidad del Consejo
Superior de la Judicatura.

CAPITULO IV
Investigación y juzgamiento

Artículo 16. Competencia. Recibido por la
Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y
la Paz, el, o los nombres de los miembros de
grupos armados organizados al margen de la
ley dispuestos a contribuir de manera efectiva
a la consecución de la paz nacional, el fiscal
delegado que corresponda, asumirá de manera
inmediata la competencia para:

16.1 Conocer de las investigaciones de los
hechos delictivos cometidos durante y con
ocasión de la pertenencia al grupo armado
organizado al margen de la ley.

16.2 Conocer de las investigaciones que
cursen en contra de sus miembros.

16.3 Conocer de las investigaciones que
deban iniciarse y de las que se tenga
conocimiento en el momento o con
posterioridad a la desmovilización.

El Tribunal Superior de Distrito Judicial
que determine el CSJ, mediante acuerdo que
expida antes de que se inicie cualquier trámite,
será competente para conocer del juzgamiento
de las conductas punibles a que se refiere la
presente ley.

No podrá haber conflicto o colisión de
competencia entre los Tribunales Superiores
de Distrito Judicial que conozcan de los casos
a que se refiere la presente ley y cualquier otra
autoridad judicial.

Artículo 17. Versión libre y confesión. Los
miembros del grupo armado organizado al
margen de la ley, cuyos nombres someta el
Gobierno Nacional a consideración de la
Fiscalía General de la Nación, que se acojan
en  forma expresa al procedimiento y beneficios
de la presente ley, rendirán versión libre ante
el Fiscal Delegado asignado para el proceso
de desmovilización, quien los interrogará sobre
todos los hechos de que tenga conocimiento.

En presencia de su defensor, manifestarán
las circunstancias de tiempo, modo y lugar en
que hayan participado en los hechos delictivos
cometidos con ocasión de su pertenencia a
estos grupos, que sean anteriores a su
desmovilización y por los cuales se acogen a
la presente ley. En la misma diligencia
indicarán los bienes que se entregan para la
reparación a las víctimas, si los tuvieren, y la
fecha de su ingreso al grupo.

La versión rendida por el desmovilizado y
las demás actuaciones adelantadas en el
proceso de desmovilización, se pondrán en
forma inmediata a disposición de  la Unidad
Nacional de Fiscalías de Justicia y Paz  con el
fin de que el fiscal delegado y la Policía
Judicial asignados al caso elaboren y
desarrollen el programa metodológico para
iniciar la investigación,  comprobar la
veracidad de la información suministrada y
esclarecer esos  hechos y todos aquellos de los
cuales tenga conocimiento dentro del ámbito
de su competencia.

El desmovilizado se dejará inmediatamente
a disposición del Magistrado que ejerza la
función de control de garantías, en uno de los
establecimientos de reclusión determinados
por el Gobierno Nacional de acuerdo con el
artículo 31 de la presente ley, quien dentro de
las treinta y seis (36) horas siguientes señalará
y realizará audiencia de formulación de
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imputación, previa solicitud del fiscal que
conozca del caso.

Artículo 18. Formulación de imputación.
Cuando de los elementos materiales proba-
torios, evidencia física,  información legal-
mente obtenida, o de la versión libre pueda
inferirse razonablemente que el desmovilizado
es autor o partícipe de uno o varios delitos que
se investigan, el fiscal delegado para el caso
solicitará al magistrado que ejerza la función
de control de garantías la programación de
una audiencia preliminar para formulación de
imputación.

En esta audiencia, el fiscal hará la
imputación fáctica de los cargos investigados
y solicitará al magistrado disponer la detención
preventiva del imputado en el centro de
reclusión que corresponda, según lo dispuesto
en la presente ley. Igualmente solicitará la
adopción de las medidas cautelares sobre los
bienes de procedencia ilícita que hayan sido
entregados para efectos de la reparación a las
víctimas.

A partir de esta audiencia y dentro de los
sesenta (60) días siguientes, la Unidad
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz,
con el apoyo de su grupo de policía judicial,
adelantará las labores de investigación y
verificación de los hechos admitidos por el
imputado, y todos aquellos de los cuales tenga
conocimiento dentro del ámbito de su
competencia. Finalizado el término, o antes si
fuere posible, el fiscal del caso solicitará al
magistrado que ejerza la función de control de
garantías la programación de una audiencia de
formulación de cargos, dentro de los diez (10)
días siguientes a la solicitud, si a ello hubiere
lugar.

Con la formulación de la imputación se
interrumpe la prescripción de la acción penal.

Artículo 19. Aceptación de cargos. En la
audiencia de formulación de cargos el
imputado podrá aceptar los presentados por la
Fiscalía, como consecuencia de la versión
libre o de las investigaciones en curso al
momento de la desmovilización.

Para su validez tendrá que hacerlo de manera
libre, voluntaria, espontánea y asistido por su
defensor. En este evento el magistrado que
ejerza la función de control de garantías enviará
inmediatamente lo actuado a la Secretaría de
la Sala del Tribunal Superior de Distrito
Judicial a la que corresponda su conocimiento.

Recibida la actuación, la Sala correspon-
diente convocará a audiencia pública dentro
de los diez (10) días siguientes para examinar
si la aceptación de cargos ha sido libre,
voluntaria, espontánea y asistida por su
defensor. De hallarla conforme a derecho,
dentro de los diez (10) días siguientes citará a
audiencia de sentencia e individualización de
pena.

Parágrafo 1°. Si en esta audiencia el impu-
tado no acepta los cargos, o se retracta de los
admitidos en la versión libre, la Unidad
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz
remitirá la actuación al funcionario competente
conforme con la ley vigente al momento de la
comisión de las conductas investigadas.

Parágrafo 2°. Cuando exista solicitud de
reparación integral, previamente se dará
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 23
de la presente ley.

Artículo 20. Acumulación de procesos y
penas. Para los efectos procesales de la presente
ley, se acumularán los procesos que se hallen
en curso por hechos delictivos cometidos
durante y con ocasión de la pertenencia del
desmovilizado a un grupo armado organizado
al margen de la ley.  En ningún caso procederá
la acumulación por conductas punibles
cometidas con anterioridad a la pertenencia
del desmovilizado al grupo armado organizado
al margen de la ley.

Cuando el desmovilizado haya sido
previamente condenado por hechos delictivos
cometidos durante y con ocasión de su
pertenencia a un grupo armado organizado al
margen de la ley, se tendrá en cuenta lo
dispuesto en el Código Penal sobre acumula-
ción jurídica de penas pero en ningún caso, la
pena alternativa podrá ser superior a la prevista
en la presente ley.

Artículo 21. Ruptura de la unidad procesal.
Si el imputado o acusado acepta parcialmente
los cargos se romperá la unidad procesal
respecto de los no admitidos. En este caso la
investigación y el juzgamiento de los cargos
no aceptados se tramitarán por las autoridades
competentes y las leyes procedimentales
vigentes al momento de su comisión. Respecto
de los cargos aceptados se otorgarán los
beneficios de que trata la presente ley.

Artículo 22. Investigaciones  y acusaciones
anteriores a la desmovilización. Si para el
momento en que el desmovilizado se acoja a
la presente ley, la Fiscalía adelanta investiga-
ciones o formuló acusación en su contra, el
imputado, o acusado, asistido por su defensor,
podrá oralmente o por escrito aceptar los
cargos consignados en la resolución que le
impuso medida de aseguramiento, o en la
formulación de imputación, o en la resolución
o escrito de acusación, según el caso. Dicha
aceptación  deberá hacerla ante el magistrado
que cumpla la función de control de garantías
en las condiciones previstas en la presente ley.

Artículo 23. Incidente de reparación
integral. En la misma audiencia en la que  la
Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial
correspondiente declare la legalidad de la
aceptación de cargos, previa solicitud expresa
de la víctima, o del fiscal del caso, o del
Ministerio Público a instancia de ella, el

magistrado ponente abrirá inmediatamente el
incidente de reparación integral de los daños
causados con la conducta criminal y convocará
a audiencia pública dentro de los cinco (5)
días siguientes.

Dicha  audiencia se iniciará con la
intervención de la víctima o de su representante
legal o abogado de oficio, para que exprese de
manera concreta la forma de reparación que
pretende, e indique las pruebas que hará valer
para fundamentar sus pretensiones.

La Sala examinará la pretensión y la
rechazará si quien la promueve no es víctima
o está acreditado el pago efectivo de los
perjuicios y este fuere la única pretensión
formulada, decisión que podrá ser objeto de
impugnación en los términos de esta ley.

Admitida la pretensión, la Sala la pondrá
en conocimiento del imputado que ha aceptado
los cargos y a continuación invitará a los
intervinientes a conciliar. Si hubiere acuerdo
su contenido lo incorporará a la decisión que
falla el incidente; en caso contrario dispondrá
la práctica de la prueba ofrecida por las partes,
oirá el fundamento de sus respectivas
pretensiones y en el mismo acto fallará el
incidente. La decisión en uno u otro sentido se
incorporará a la sentencia condenatoria.

Parágrafo 1°. Exclusivamente para efectos
de la conciliación prevista en este artículo, la
víctima, el imputado o su defensor, el fiscal
que haya conocido del caso o el Ministerio
Público, podrán solicitar la citación del
Director de la Red de Solidaridad Social en su
condición de Ordenador del Gasto del Fondo
para la Reparación de las Víctimas.

Parágrafo 2°. No podrá negarse la concesión
de la pena alternativa en el evento de que la
víctima no ejerza su derecho en el incidente de
reparación integral.

Artículo 24. Contenido de la sentencia. De
acuerdo con los criterios establecidos en la
ley, en la sentencia condenatoria se fijarán la
pena principal y las accesorias. Adicionalmente
se incluirán la pena alternativa prevista en la
presente ley, los compromisos de comporta-
miento por el término que disponga el Tribunal,
las obligaciones de reparación moral y
económica a las víctimas y la extinción del
dominio de los bienes que se destinarán a la
reparación.

La Sala correspondiente se ocupará de
evaluar el cumplimiento de los requisitos
previstos en esta ley para acceder a la pena
alternativa.

Artículo 25. Hechos conocidos con
posterioridad a la sentencia o al indulto. Si a
los miembros de grupos armados al margen de
la ley que recibieron los beneficios de la Ley
782 de 2002, o que se beneficiaron con la pena
alternativa de conformidad con la presente
ley, con posterioridad se les llegare a imputar
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delitos cometidos durante y con ocasión de la
pertenencia a esos grupos y antes de su
desmovilización, estas conductas serán
investigadas y juzgadas por las autoridades
competentes y las leyes vigentes al momento
de la comisión de esas conductas, sin perjuicio
del otorgamiento de la pena alternativa, en el
evento que colabore eficazmente en el
esclarecimiento o acepte, oralmente o por
escrito, de manera libre, voluntaria, expresa y
espontánea, debidamente informado por su
defensor, haber participado en su realización
y siempre que la omisión no haya sido
intencional. En este evento, el condenado
podrá ser beneficiario de la pena alternativa.
Se procederá a la acumulación jurídica de las
penas alternativas sin exceder los máximos
establecidos en la presente ley.

Teniendo en cuenta la gravedad de los nuevos
hechos juzgados, la autoridad judicial impondrá
una ampliación del veinte por ciento de la pena
alternativa impuesta y una ampliación similar
del tiempo de libertad a prueba.

Artículo 26. Recursos. Salvo la sentencia,
la reposición procede para todas las decisiones
y se sustenta y resuelve de manera oral e
inmediata en la respectiva audiencia.

La apelación procede contra los autos que
resuelvan asuntos de fondo, adoptados durante
el desarrollo de las audiencias, y contra las
sentencias. Se interpone en la misma audiencia
en que se profiera la decisión, y se concede en
el efecto suspensivo  ante la Sala Penal de la
Corte Suprema de Justicia.

El magistrado ponente citará a las partes e
intervinientes a audiencia de argumentación
oral que se celebrará dentro de los diez (10)
días siguientes al recibo de la actuación en la
Secretaría de la Sala de Casación Penal.
Sustentado el recurso por el apelante y oídos
las demás partes e intervinientes, la Sala podrá
decretar un receso hasta por dos (2) horas para
emitir la decisión que corresponda.

Si el recurrente no concurriere o no
sustentare el recurso, se declarará desierto.

Parágrafo 1°. El trámite de los recursos de
apelación de que trata la presente ley, tendrá
prelación sobre los demás asuntos de
competencia de la Sala Penal de la Corte
Suprema de Justicia, excepto lo relacionado
con acciones de tutela.

Parágrafo 2°. De la acción extraordinaria
de revisión conocerá la Sala Plena de la Corte
Suprema de Justicia, en los términos previstos
en el Código de Procedimiento Penal vigente.

Parágrafo 3°. Contra la decisión de segunda
instancia no procede recurso de casación.

Artículo 27. SE SUPRIMIO EN LA
PLENARIA DE LA HONORABLE CAMA-
RA DE REPRESENTANTES. LA COMI-
SION ACCIDENTAL DE CONCILIACION
ADOPTO LA DECISION.

Artículo 28. Archivo de las diligencias. Si
en relación con los hechos admitidos o no
admitidos por el desmovilizado en su versión
libre o en posterior actuación, según el caso,
antes de la audiencia de imputación, el fiscal
delegado llegare a constatar que no existen
motivos o circunstancias fácticas que
permitan su caracterización como delito o
que indiquen la posible existencia, dispondrá
de inmediato el archivo de la actuación. Sin
embargo, si surgieren nuevos elementos
probatorios se reanudará la averiguación
conforme con el procedimiento establecido
en la presente ley, mientras no se haya
extinguido la acción penal.

Artículo 29. Intervención del Ministerio
Público. En los términos del artículo 277 de la
Constitución Política, el Ministerio Público
intervendrá cuando sea necesario, en defensa
del orden jurídico, del patrimonio público, o
de los derechos y garantías fundamentales.

CAPITULO V
Pena alternativa

Artículo 30. Pena alternativa. La Sala
competente del Tribunal Superior de Distrito
Judicial determinará la pena que corresponda
por los delitos cometidos, de acuerdo con las
reglas del Código Penal.

En caso de que el condenado haya cumplido
las condiciones previstas en esta ley, la Sala le
impondrá una pena alternativa que consiste en
privación de la libertad por un período mínimo
de cinco (5) años y no superior a ocho (8) años,
tasada de acuerdo con la gravedad de los
delitos y su colaboración efectiva en el
esclarecimiento de los mismos.

Para tener derecho a la pena alternativa se
requerirá que el beneficiario se comprometa a
contribuir con  su resocialización a través del
trabajo, estudio o enseñanza durante el tiempo
que permanezca privado de la libertad, y a
promover actividades orientadas a la
desmovilización del grupo armado al margen
de la ley al cual perteneció.

Cumplida la pena alternativa y las
condiciones impuestas en la sentencia se le
concederá la libertad a prueba por un término
igual a la mitad de la  pena alternativa impuesta,
período durante el cual el beneficiado se
compromete a no reincidir en los delitos por
los cuales fue condenado en el marco de la
presente ley, a presentarse periódicamente
ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial
que corresponda y a informar cualquier cambio
de residencia.

Cumplidas estas obligaciones y transcurrido
el período de prueba, se declarará extinguida
la pena principal. En caso contrario, se revocará
la libertad a prueba y se deberá cumplir la pena
inicialmente determinada, sin perjuicio de los
subrogados previstos en el Código Penal que
correspondan.

Parágrafo. En ningún caso se aplicarán
subrogados penales, beneficios adicionales o
rebajas complementarias a la pena alternativa.

CAPITULO VI
Régimen de la privación de la libertad
Artículo 31. Establecimiento de reclusión.

El Gobierno Nacional determinará el
establecimiento de reclusión donde debe
cumplirse la pena efectiva.

Los establecimientos de reclusión deben
reunir condiciones de seguridad y austeridad
propios de los establecimientos administrados
por el Inpec.

La pena podrá cumplirse en el exterior.
Artículo 32. Tiempo de permanencia en las

zonas de concentración. El tiempo que los
miembros de grupos armados al margen de la
ley vinculados a procesos para la reincor-
poración colectiva a la vida civil, hayan
permanecido en una zona de concentración
decretada por el Gobierno Nacional, de
conformidad con la Ley 782 de 2002, se
computará como tiempo de ejecución de la
pena alternativa, sin que pueda exceder de
dieciocho (18) meses.

El funcionario que el Gobierno Nacional
designe, en colaboración con las autoridades
locales cuando sea el caso, será el responsable
de certificar el tiempo que hayan permanecido
en zona de concentración los miembros de los
grupos armados de que trata la presente ley.

CAPITULO VII
Instituciones para la ejecución

de la presente ley
Artículo 33. Competencias de los Tribu-

nales Superiores de Distrito Judicial en
materia de Justicia y Paz. Además de las
competencias establecidas en otras leyes, los
Tribunales Superiores de Distrito Judicial
designados por el Consejo Superior de la
Judicatura serán competentes para adelantar
la etapa de juzgamiento de los procesos de los
que trata la presente ley, vigilar el cumpli-
miento de las penas y las obligaciones
impuestas a los condenados.

Corresponde a la Secretaría del respectivo
Tribunal organizar, sistematizar y conservar
los archivos de los hechos y circunstancias
relacionados con las conductas de las personas
objeto de cualquiera de las medidas de que
trata la presente ley, con el fin de garantizar los
derechos de las víctimas a la verdad y preservar
del olvido la memoria colectiva. También
deberá garantizar el acceso público a los
registros de casos ejecutoriados, y contar con
una Oficina de Comunicaciones para divulgar
la verdad de lo acontecido.

Artículo 34. Unidad Nacional de Fiscalía
para la Justicia y la Paz. Créase la Unidad
Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz,
delegada ante los Tribunales Superiores de



Página 10 Lunes 8 de agosto de 2005 GACETA DEL CONGRESO 499

Distrito Judicial, con competencia nacional e
integrada en la forma que se señala en la
presente ley.

Esta unidad será la responsable de adelantar
las diligencias que por razón de su competencia
le corresponden a la Fiscalía General de la
Nación, en los procedimientos establecidos
en la presente ley.

La Unidad Nacional de Fiscalía para la
Justicia y la Paz tendrá el apoyo permanente
de una unidad especial de policía judicial,
conformada por miembros de las autoridades
que corresponda, con dedicación exclusiva,
permanente y con competencia en todo el
territorio nacional.

Adicionar a la planta de cargos de la
Fiscalía General de la Nación, para el año
2005 establecida en el artículo transitorio
1º de la Ley 938 de 2004, los siguientes
cargos:

150 Investigador Criminalístico VII.

15 Secretario IV.

15 Asistente Judicial IV.

20 Conductor III.

40 Escolta III.

15 Asistente de Investigación Criminalística
IV.

20 Asistente de Fiscal II.

Parágrafo. La Fiscalía General de la
Nación destacará de su planta de personal,
para conformar la Unidad Nacional de
Fiscalía para la Justicia y la Paz, los
siguientes cargos:

20 Fiscal Delegado ante Tribunal.

Artículo 35. Defensoría Pública. El Es-
tado garantizará a imputados, acusados y
condenados el ejercicio del derecho de
defensa, mediante los mecanismos de la
Defensoría Pública y en los términos
señalados en la ley.

La Defensoría del Pueblo asistirá a las
víctimas en el ejercicio de sus derechos y en el
marco de la presente ley.

Artículo 36. Procuraduría Judicial para la
Justicia y la Paz. El Procurador General de la
Nación creará, para los efectos de la presente
ley, una Procuraduría Judicial para la Justicia
y la Paz, con competencia nacional, para el
cumplimiento de sus funciones constitucio-
nales y legales.

Artículo 37. Participación de las organiza-
ciones sociales de asistencia a las víctimas.
Para el cumplimiento de lo previsto en la
presente ley, la Procuraduría General de la
Nación, impulsará mecanismos para la
participación de las organizaciones sociales
para la asistencia a las víctimas.

CAPITULO VIII
Derechos de las víctimas frente
a la Administración  de Justicia

Artículo 38. Derechos de las víctimas. El
Estado garantizará el acceso de las víctimas a
la administración de justicia. En desarrollo de
lo anterior, las víctimas tendrán derecho:

38.1 Recibir todo el procedimiento un trato
humano digno.

38.2 A la protección de su intimidad y
garantía de su seguridad, la de sus familiares
y testigos a favor, cuando quiera que resulten
amenazadas.

38.3 A una pronta e integral reparación de
los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe
del delito.

38.4 A ser oídas y que se les facilite el
aporte de pruebas.

38.5 A recibir desde el primer contacto con
las autoridades y en los términos establecidos
en el Código de Procedimiento Penal,
información pertinente para la protección de
sus intereses; y conocer la verdad de los hechos
que conforman las circunstancias del delito
del cual han sido víctimas.

38.6 A ser informadas sobre la decisión
definitiva relativa a la persecución penal y a
interponer los recursos cuando a ello hubiere
lugar.

38.7 A ser asistidas durante el juicio por un
abogado de confianza o por la Procuraduría
Judicial de que trata la presente ley.

38.8 A recibir asistencia integral para su
recuperación.

38.9 A ser asistidas gratuitamente por un
traductor o intérprete, en el evento de no
conocer el idioma, o de no poder percibir el
lenguaje por los órganos de los sentidos.

Artículo 39. Protección a víctimas y
testigos. Los funcionarios a los que se refiere
esta ley adoptarán las medidas adecuadas y
todas las acciones pertinentes para proteger la
seguridad, el bienestar físico y psicológico, la
dignidad y la vida privada de las víctimas y los
testigos, así como la de las demás partes del
proceso.

Para ello se tendrán en cuenta todos los
factores pertinentes, incluidos la edad, el
género y la salud, así como la índole del delito,
en particular cuando este entrañe violencia
sexual, irrespeto a la igualdad de género, o
violencia contra niños y niñas.

Se dará capacitación especial a los
funcionarios que trabajan con este tipo de
víctimas.

Estas medidas no podrán redundar en
perjuicio de los derechos del acusado o de un
juicio justo e imparcial, ni serán incompatibles
con estos.

Artículo 40. Excepción a la publicidad en
el juicio. Como excepción al principio del
carácter público de las audiencias de
juzgamiento, el Tribunal Superior del Distrito
Judicial, a fin de proteger a las víctimas, los
testigos, o a un acusado, podrá ordenar que
una parte del juicio se celebre a puerta cerrada.
Podrá ordenar la práctica de testimonio a
través del sistema de audiovideo para permitir
su contradicción y confrontación por las partes.

En particular, se aplicarán estas medidas
respecto de víctimas de agresión sexual o de
niños, niñas y adolescentes que sean víctimas
o testigo.

Artículo 41. Otras medidas de protección
durante el proceso. Cuando la publicidad de
elementos materiales probatorios, evidencia
física o información legalmente obtenida
entrañe peligro grave para la seguridad de un
testigo o de su familia, el Fiscal deberá
abstenerse de presentarlos en cualquier
diligencia anterior al juicio. En su reemplazo
hará un resumen de dichos elementos de
conocimiento. En ningún caso, esas medidas
podrán redundar en perjuicio de los derechos
del acusado o de un juicio justo e imparcial, ni
serán incompatibles con estos.

Artículo 42. Atención a necesidades
especiales. Tanto los órganos judiciales como
las entidades de apoyo técnico y la Procura-
duría Judicial para la Justicia y la Paz, tendrán
en cuenta las necesidades especiales de las
mujeres, de las niñas, niños, personas mayores
de edad o con discapacidad que participen en
el proceso.

CAPITULO IX
Derecho a la reparación de las víctimas

Artículo 43. Deber general de reparar. Los
miembros de los grupos armados que resulten
beneficiados con las disposiciones previstas
en esta ley tienen el deber de reparar a las
víctimas de aquellas conductas punibles por
las que fueren condenados mediante sentencia
judicial.

Igualmente, cuando no se haya logrado
individualizar al sujeto activo pero se
compruebe el daño y el nexo causal con las
actividades del Grupo Armado Ilegal
Beneficiario por las disposiciones de la
presente ley, el Tribunal directamente o por
remisión de la Unidad de Fiscalía, ordenará la
reparación a cargo del Fondo de Reparación.

Artículo 44. Reparación. El Tribunal
Superior de Distrito Judicial al proferir
sentencia, ordenará la reparación a las víctimas
y fijará las medidas pertinentes.

Artículo 45. Actos de reparación. La
reparación de las víctimas de la que trata la
presente ley comporta los deberes de
restitución, indemnización, rehabilitación y
satisfacción.
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Para tener derecho a gozar del beneficio de
la libertad a prueba, el condenado deberá
proveer al Fondo para la Reparación de las
Víctimas los bienes, si los tuviese, destinados
para tal fin; realizar satisfactoriamente los
actos de reparación que se le hayan impuesto;
colaborar con el Comité Nacional de
Reparación y Reconciliación o suscribir un
acuerdo con el Tribunal Superior de Distrito
Judicial que asegure el cumplimiento de sus
obligaciones de reparación.

Son actos de reparación integral los
siguientes:

45.1 La entrega al Estado de bienes
obtenidos ilícitamente para la reparación de
las víctimas.

45.2 La declaración pública que restablezca
la dignidad de la víctima y de las personas más
vinculadas con ella.

45.3 El reconocimiento público de haber
causado daños a las víctimas, la declaración
pública de arrepentimiento, la solicitud de
perdón dirigida a las víctimas y la promesa de
no repetir tales conductas punibles.

45.4 La colaboración eficaz para la
localización de personas secuestradas o
desaparecidas y la localización de los cadáveres
de las víctimas.

45.5 La búsqueda de los desaparecidos y de
los restos de personas muertas, y la ayuda para
identificarlos y volverlos a inhumar según las
tradiciones familiares y comunitarias.

Artículo 46. Solicitud de reparación. Las
víctimas de los grupos armados al margen de
la ley pueden obtener reparación acudiendo al
Tribunal Superior de Distrito Judicial, en
relación con los hechos que sean de su
conocimiento.

Nadie podrá recibir dos veces reparación
por el mismo concepto.

Artículo 47. Restitución. La restitución
implica la realización de los actos que
propendan por la devolución a la víctima a la
situación anterior a la violación de sus
derechos. Incluye el restablecimiento de la
libertad, el retorno a su lugar de residencia y la
devolución de sus propiedades, de ser posible.

Artículo 48. Rehabilitación. La rehabili-
tación deberá incluir la atención médica y
psicológica para las víctimas o sus parientes
en primer grado de consanguinidad de
conformidad con el Presupuesto del Fondo
para la Reparación de las Víctimas.

Los servicios sociales brindados por el
gobierno a las víctimas, de conformidad con
las normas y leyes vigentes, hacen parte de la
reparación y de la rehabilitación.

Artículo 49. Medidas de satisfacción y
garantías de no repetición. Las medidas de
satisfacción y las garantías de no repetición,
adoptadas por las distintas autoridades

directamente comprometidas en el proceso de
reconciliación nacional, deberán incluir:

49.1 La verificación de los hechos y la
difusión pública y completa de la verdad
judicial, en la medida en que no provoque más
daños innecesarios a la víctima, los testigos u
otras personas, ni cree un peligro para su
seguridad.

49.2 La búsqueda de los desaparecidos o de
las personas muertas y la ayuda para
identificarlas y volverlas a inhumar según las
tradiciones familiares y comunitarias. Esta
tarea se encuentra principalmente a cargo de
la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia
y la Paz.

49.3 La decisión judicial que restablezca la
dignidad, reputación y derechos de la víctima
y las de sus parientes en primer grado de
consanguinidad.

49.4 La disculpa, que incluya el reconoci-
miento público de los hechos y la aceptación
de responsabilidades.

49.5 La aplicación de sanciones a los
responsables de las violaciones, todo lo cual
estará a cargo de los órganos judiciales que
intervengan en los procesos de que trata la
presente ley.

49.6 La sala competente del Tribunal
Superior de Distrito Judicial podrá ordenar
conmemoraciones, homenajes y reconoci-
miento a las víctimas de los grupos armados al
margen de la ley. Adicionalmente, la Comisión
Nacional de Reconciliación y Reparaciones
podrá recomendar a los órganos políticos o de
gobierno de los distintos niveles, la adopción
de este tipo de medidas.

49.7 La prevención de violaciones de
derechos humanos.

49.8 La asistencia a cursos de capacitación
en materia de derechos humanos a los
responsables de las violaciones. Esta medida
podrá ser impuesta a los condenados por la
sala competente Tribunal Superior de Distrito
Judicial.

Artículo 50. Programas de Reparación
Colectiva. El Gobierno, siguiendo las
recomendaciones de la Comisión Nacional de
Reconciliación y Reparaciones, deberá
implementar un programa institucional de
reparación colectiva que comprenda acciones
directamente orientadas a recuperar la
institucionalidad propia del Estado Social de
Derecho particularmente en las zonas más
afectadas por la violencia; a recuperar y
promover los derechos de los ciudadanos
afectados por hechos de violencia, y a
reconocer y dignificar a las víctimas de la
violencia.

Artículo 51. Comisión Nacional de
Reparación y Reconciliación. Créase la
Comisión Nacional de Reparación y Reconci-

liación integrada por el Vicepresidente de la
República o su delegado, quien la presidirá; el
Procurador General de la Nación o su delegado;
el Ministro del Interior y de Justicia o su
delegado; el Ministro de Hacienda y Crédito
Público o su delegado; Defensor del Pueblo,
dos Representantes de Organizaciones de
Víctimas y el Director de la Red de Solidaridad
Social, quien desempeñará la Secretaría
Técnica.

El Presidente de la República designará
como integrantes de esta Comisión a cinco
personalidades, dos de las cuales al menos
deben ser mujeres.

Esta Comisión tendrá una vigencia de 8
años.

Artículo 52. Funciones de la Comisión
Nacional de Reparación y Reconciliación. La
Comisión Nacional de Reparación y Reconci-
liación cumplirá las siguientes funciones:

52.1 Garantizar a las víctimas su participa-
ción en procesos de esclarecimiento judicial y
la realización de sus derechos.

52.2 Presentar un informe público sobre las
razones para el surgimiento y evolución de los
grupos armados ilegales.

52.3 Hacer seguimiento y verificación a los
procesos de reincorporación y a la labor de las
autoridades locales a fin de garantizar la
desmovilización plena de los miembros de
grupos armados organizados al margen de la
ley, y el cabal funcionamiento de las
instituciones en esos territorios. Para estos
efectos la Comisión Nacional de Reparación y
Reconciliación podrá invitar a participar a
organismos o personalidades extranjeras.

52.4 Hacer seguimiento y evaluación
periódica de la reparación de que trata la
presente ley y señalar recomendaciones para
su adecuada ejecución.

52.5 Presentar, dentro del término de dos
años, contados a partir de la vigencia de la
presente ley, ante el Gobierno Nacional y las
Comisiones de Paz de Senado y Cámara de
Representantes, un informe acerca del proceso
de reparación a las víctimas de los grupos
armados al margen de la ley.

52.6 Recomendar los criterios para las
reparaciones de que trata la presente ley, con
cargo al Fondo de Reparación a las Víctimas.

52.7 Coordinar la actividad de las
Comisiones Regionales para la Restitución de
Bienes.

52.8 Adelantar acciones nacionales de
reconciliación que busquen impedir la
reaparición de nuevos hechos de violencia
que perturben la paz nacional.

52.9 Darse su reglamento.
Artículo 53. Comisiones regionales para

la restitución de bienes. Las comisiones
regionales serán las responsables de propiciar
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los trámites relacionados con las reclamaciones
sobre propiedad y tenencia de bienes en el
marco del proceso establecido en la presente
ley.

Artículo 54. Composición. Las Comisiones
Regionales estarán integradas por un (1)
representante de la Comisión Nacional de
Reparación y Reconciliación, quien la
presidirá; un delegado de la Procuraduría para
Justicia y la Paz; un (1) delegado de la
Personería Municipal o Distrital; un (1)
Delegado del Defensor del Pueblo; y un
delegado del Ministerio del Interior y de
Justicia.

El Gobierno Nacional tendrá la facultad de
designar un representante de las comunidades
religiosas y determinará, de acuerdo con las
necesidades del proceso, el funcionamiento y
distribución territorial de las comisiones.

Artículo 55. Fondo para la Reparación de
las Víctimas. Créase el Fondo para la
Reparación de las Víctimas, como una cuenta
especial sin personería jurídica, cuyo
ordenador del gasto será el Director de la Red
de Solidaridad Social. Los recursos del Fondo
se ejecutarán conforme a las reglas del derecho
privado.

El Fondo estará integrado por todos los
bienes o recursos que a cualquier título se
entreguen por las personas o grupos armados
organizados ilegales a que se refiere la presente
ley, por recursos provenientes del presupuesto
nacional y donaciones en dinero o en especie,
nacionales o extranjeras.

Los recursos administrados por este Fondo
estarán bajo la vigilancia de la Contraloría
General de la República.

Parágrafo. Los bienes a que hacen referencia
los artículos 10 y 11, se entregarán directamente
al Fondo para la Reparación de las Víctimas
creado por esta ley. Igual procedimiento se
observará respecto de los bienes vinculados a
investigaciones penales y acciones de
extinción del derecho de dominio en curso al
momento de la desmovilización, siempre que
la conducta se haya realizado con ocasión de
su pertenencia al grupo organizado al margen
de la ley y con anterioridad a la vigencia de la
presente ley.

El Gobierno reglamentará el funciona-
miento de este Fondo y, en particular, lo
concerniente a la reclamación y entrega de
bienes respecto de terceros de buena fe.

Artículo 56. Funciones de la Red de
Solidaridad Social. La Red de Solidaridad
Social, a través del Fondo de que trata la
presente ley, tendrá a su cargo, de acuerdo con
el presupuesto asignado para el Fondo, las
siguientes funciones:

56.1 Liquidar y pagar las indemnizaciones
judiciales de que trata la presente ley dentro

de los límites autorizados en el presupuesto
nacional.

56.2 Administrar el Fondo para la
Reparación de Víctimas.

56.3 Adelantar otras acciones de reparación
cuando a ello haya lugar.

56.4 Las demás que señale el reglamento.
CAPITULO X

Conservación de archivos
Artículo 57. Deber de memoria. El

conocimiento de la historia de las causas,
desarrollos y consecuencias de la acción de
los grupos armados al margen de la ley deberá
ser mantenido mediante procedimientos
adecuados, en cumplimiento del deber a la
preservación de la memoria histórica que
corresponde al Estado.

Artículo 58. Medidas de preservación de
los archivos. El derecho a la verdad implica
que sean preservados los archivos. Para ello
los órganos judiciales que los tengan a su
cargo, así como la Procuraduría General de la
Nación, deberán adoptar las medidas para
impedir la sustracción, la destrucción o la
falsificación de los archivos, que pretendan
imponer la impunidad. Lo anterior sin perjuicio
de la aplicación de las normas penales
pertinentes.

Artículo 59. Medidas para facilitar el
acceso a los archivos. El acceso a los archivos
debe ser facilitado en el interés de las víctimas
y de sus parientes para hacer valer sus derechos.

Cuando el acceso se solicite en interés de la
investigación histórica, las formalidades de
autorización sólo tendrán la finalidad del
control de acceso, custodia y adecuado
mantenimiento del material, y no con fines de
censura.

En todo caso se deberán adoptar las medidas
necesarias para resguardar el derecho a la
intimidad de las víctimas de violencia sexual
y de las niñas, niños y adolescentes víctimas
de los grupos armados al margen de la ley, y
para no provocar más daños innecesarios a la
víctima, los testigos u otras personas, ni crear
un peligro para su seguridad.

CAPITULO XI
Acuerdos Humanitarios

Artículo 60. Es obligación del Gobierno
garantizar el derecho a la paz conforme a los
artículos 2º, 22, 93 y 189 de la Constitución
Política, habida consideración de la situación
de orden público que vive el país y la amenaza
contra la población civil y las instituciones
legítimamente constituidas.

Artículo 61. Para el cumplimiento de lo
dispuesto en el artículo 60 de la presente ley,
el Presidente de la República podrá autorizar
a sus representantes o voceros, para adelantar
contactos que permitan llegar a acuerdos

humanitarios con los grupos armados
organizados al margen de la ley.

Artículo 62. El Presidente de la República
tendrá la facultad de solicitar a la autoridad
competente, para los efectos y en los términos
de la presente ley, la suspensión condicional
de la pena y el beneficio de la pena alternativa
a favor de los miembros de los grupos armados
organizados al margen de la ley con los cuales
se llegue a acuerdos humanitarios.

El Gobierno Nacional podrá exigir las
condiciones que estime pertinentes para que
estas decisiones contribuyan efectivamente a
la búsqueda y logro de la paz.

CAPITULO XII
Vigencia y disposiciones

complementarias
Artículo 63. Complementariedad. Para todo

lo no dispuesto en la presente ley se aplicará la
Ley 782 de 2002 y el Código de Procedimiento
Penal.

Artículo 64. Ley futura más favorable. Si
con posterioridad a la promulgación de la
presente ley, se expiden leyes que concedan a
miembros de grupos armados al margen de la
ley beneficios más favorables que los
establecidos en esta, las personas que hayan
sido sujetos del mecanismo alternativo, podrán
acogerse a las condiciones que se establezcan
en esas leyes posteriores.

Artículo 65. Entrega de menores. La entrega
de menores por parte de miembros de grupos
armados al margen de la ley no será causal de
la pérdida de los beneficios a que se refieren la
presente ley y la Ley 782 de 2002.

Artículo 66. El Gobierno Nacional, el
Consejo Superior de la Judicatura y la Fiscalía
General de la Nación apropiarán los recursos
suficientes indispensables para la debida y
oportuna aplicación de la ley de extinción de
dominio.

Artículo 67. De acuerdo con el Programa
de Reincorporación a la Vida Civil el Gobierno
Nacional procurará la vinculación de los
desmovilizados a proyectos productivos o a
programas de capacitación o educación que
les facilite acceder a empleos productivos.

Simultáneamente y de acuerdo con el mismo
programa, procurará su apoyo para ingresar a
programas de asistencia psicológica adecuados
que faciliten su reinserción social y adopción
a la normal vida cotidiana.

Artículo 68. Los Magistrados de los
Tribunales Superiores de Distrito Judicial,
que se creen en virtud de la presente ley, serán
elegidos por la Sala Plena de la Corte Suprema
de Justicia, de listas enviadas por la Sala
Administrativa del Consejo Superior de la
Judicatura.

Los requisitos exigidos para ser Magistrado
de estos Tribunales, serán los mismos exigidos
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para desempeñarse como Magistrado de los
actuales Tribunales Superiores de Distrito
Judicial.

La Sala Administrativa del Consejo
Superior de la Judicatura, podrá conformar
los grupos de apoyo administrativo y social
para estos Tribunales. La nominación de los
empleados, estará a cargo de los Magistrados
de los Tribunales creados por la presente ley.

Artículo 69. Los recursos de que trata la
presente ley y cuyo trámite corresponde a la
Corte Suprema de Justicia, tendrán prelación
sobre los demás asuntos de competencia de la
Corporación y deberán ser resueltos dentro
del término de treinta días.

Artículo 70. Las personas que se hayan
desmovilizado dentro del marco de la Ley 782
de 2002 y que hayan sido certificadas por el
Gobierno Nacional, podrán ser beneficiarias
de resolución inhibitoria, preclusión de la
instrucción o cesación de procedimiento, según
el caso, por los delitos de concierto para
delinquir en los términos del inciso 1º del
artículo 340 del Código Penal; utilización
ilegal de uniformes e insignias; instigación a
delinquir en los términos del inciso 1º del
artículo 348 del Código Penal; fabricación,
tráfico y porte de armas y municiones.

Las personas condenadas por los mismos
delitos y que reúnan las condiciones
establecidas en el presente artículo, también
podrán acceder a los beneficios jurídicos que
para ellas consagra la Ley 782 de 2002.

Artículo 71. Rebaja de penas. Las personas
que al momento de entrar en vigencia la
presente ley cumplan penas por sentencia
ejecutoriadas, tendrán derecho a que se les
rebaje la pena impuesta en una décima parte.
Exceptúense los condenados por los delitos
contra la libertad, integridad y formación
sexuales, lesa humanidad y narcotráfico.

Para la concesión y tasación del beneficio,
el juez de ejecución de penas y medidas de
seguridad tendrá en cuenta el buen comporta-
miento del condenado, su compromiso de no
repetición de actos delictivos, su cooperación
con la justicia y sus acciones de reparación a
las víctimas.

Artículo 72. Sedición. Adiciónase al artículo
468 del Código Penal un inciso del siguiente
tenor: “También incurrirá en el delito de
sedición quienes conformen o hagan parte de
grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo
accionar interfiera con el normal funciona-
miento del orden constitucional y legal. En
este caso, la pena será la misma prevista para
el delito de rebelión.

Mantendrá plena vigencia el numeral 10
del artículo 3º de la Convención de las Naciones
Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefa-
cientes y Sustancias Psicotrópicas, suscrito en
Viena el 20 de diciembre de 1988 e incorporado

a la legislación nacional mediante Ley 67 de
1993”.

Artículo 73. Vigencia y derogatorias. La
presente ley deroga todas las disposiciones
que le resulten contrarias. Se aplicará
únicamente a hechos ocurridos con anterio-
ridad a su vigencia y rige a partir de la fecha de
su promulgación.

Los suscritos conciliadores,
Honorables Senadores Mario Uribe

Escobar, Coordinador de Ponentes; Claudia
Blum de Barberi, Mario Salomón Náder,
Carlos Moreno de Caro; honorables Represen-
tantes Roberto Camacho, Coordinador de
Ponentes; José Luis Arcila, Zulema Jattin
Corrales, Luis Fernando Almario Rojas.

Deja constancia de su voto negativo a la
aprobación del Informe de Conciliación, el
honorable Senador Luis Carlos Avellaneda
Tarazona.

La Presidencia indica a la Secretaría
continuar con el siguiente informe.

Proyecto de ley número 020 de 2004
Senado, 285 de 2005 Cámara, por medio de
la cual se adoptan medidas de protección a las
víctimas del secuestro y sus familias y se
dictan otras disposiciones.

La Presidencia indica a la Secretaría dar
lectura al informe.

Por Secretaría se da lectura al Informe de
Mediación que acordaron las comisiones
designadas por los Presidentes de ambas
Corporaciones, para conciliar las discrepancias
surgidas en la aprobación del Proyecto de
número 020 de 2004 Senado, 285 de 2005
Cámara, por medio de la cual se adoptan
medidas de protección a las víctimas del
secuestro y sus familias y se dictan otras
disposiciones.

La Presidencia somete a consideración de
la plenaria el informe leído y, cerrada su
discusión, esta le imparte su aprobación.

Bogotá, D. C., junio 21 de 2005
Presidente
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
Honorable Senado de la República
Presidenta
ZULEMA JATTIN CORRALES
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad.
Referencia: Informe de Conciliación al

Proyecto de ley número 20 de 2004 Senado,
285 de 2005 Cámara, por medio de la cual se
adoptan medidas de protección a las víctimas
del secuestro y sus familias, y se dictan otras
disposiciones.

Respetados Presidentes:
Los suscritos conciliadores designados por

las respectivas presidencias de las Corpora-

ciones, nos hemos reunido para estudiar los
textos aprobados en el Senado de la República
y la Cámara de Representantes, con el fin de
darle cumplimiento al artículo 161 de la
Constitución Política, en la cual se establece
que “cuando surgieren discrepancias en las
Cámaras respecto a un proyecto, ambas
integrarán comisiones de conciliadores
conformadas por un mismo número de
Senadores y Representantes, quienes reunidos
conjuntamente, procurarán conciliar los textos,
y en caso de no ser posible por mayoría”.

En este orden de ideas hemos llegado por
unanimidad a un texto consensuado, en el cual
se tuvieron en cuenta los artículos aprobados
en cada una de las Cámaras.

A. Los artículos que fueron aprobados con
el mismo contenido tanto en Senado como en
Cámara, son los siguientes: 1º, 2º, 4º, 6º, 7º, 8º,
9º, 10, 12, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 25, 26, 27
y 28.

B. Los artículos que presentaron alguna
modificación o diferencia de contenido entre
las Cámaras, se aceptan con el texto debatido
en la plenaria de Cámara de Representantes
por considerar que mejoraron el alcance de la
iniciativa o precisaron algunos de sus
contenidos. Las diferencias que se acogen se
explican así:

La Cámara de Representantes aprobó las
siguientes modificaciones en los artículos: 3º,
11, 13, 14 y 17. Se acoge el texto de la Cámara.

– En el artículo 3º, la Cámara insertó una
frase para precisar que la Secretaría Técnica
del Conase expedirá constancias sobre la
inscripción en el registro de beneficiarios.

– En el artículo 11 la Cámara sustituyó la
expresión “plazos de vencimiento” por
“términos de vencimiento”. E incluyó una
previsión para que no se incluya en las bases
de datos de información financiera a los
deudores secuestrados beneficiarios de esta
ley.

– En el artículo 13, inciso 2º, la Cámara
adicionó algunas expresiones para precisar
mejor las circunstancias y ocasiones de
urgencia o de riesgo inminente en las que
podría intervenir un curador, un agente oficioso
u otra figura procesal similar, en defensa de
derechos del secuestrado.

– En el artículo 14, la Cámara adicionó una
expresión para que se aclare que la suspensión
de procesos ejecutivos se podrá solicitar con
el cumplimiento de los requisitos definidos en
el artículo 3º de esta misma ley.

– En el artículo 17, numeral 1, la Cámara
modificó el término establecido para la
continuidad de la afiliación en salud por parte
de un empleador, para vincularlo al período de
estabilidad laboral definido en la misma ley
en el parágrafo 1º del artículo 15.
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En los artículos 3º, 5º, 15 y 24 la Cámara
hizo correcciones en números de remisiones
de artículos que había aprobado el Senado. En
los artículos 3º, 5º y 15, al referirse al artículo
27 debían hacer remisión al artículo 26 del
proyecto. Y en el artículo 24 se acepta una
corrección de remisión que hace referencia al
artículo 17 del proyecto. Estas correcciones se
acogen en el presente texto.

De los honorables Senadores y Repre-
sentantes:

Claudia Blum de Barberi, Rafael Pardo
Rueda, Senadores de la República; Nancy
Patricia Gutiérrez, Tony Jozame Amar,
Representantes a la Cámara.

TEXTO CONCILIADO
por medio de la cual se adoptan medidas de
protección a las víctimas  del secuestro y sus

familias, y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
T I T U L O  I

SISTEMA DE PROTECCION A LAS
VICTIMAS DEL SECUESTRO

CAPITULO I
Objeto y definiciones

Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente
ley tiene por objeto establecer, en virtud del
principio de solidaridad social y del
cumplimiento de los deberes del Estado
consagrados en la Constitución Política, un
sistema de protección a las víctimas del
secuestro y sus familias, los requisitos y
procedimientos para su aplicación, sus
instrumentos jurídicos, sus destinatarios, y
los agentes encargados de su ejecución y
control.

Artículo 2º. Destinatarios de los instru-
mentos de protección. Los instrumentos que
esta ley consagra tienen por objeto proteger a
la víctima del secuestro, a su familia y a las
personas que dependan económicamente del
secuestrado. Asimismo, los instrumentos de
protección definidos en los Capítulos I y IV
del Título II de esta ley tendrán aplicación
para el caso de la empresa unipersonal cuyo
titular sea una persona secuestrada.

Para los efectos de esta ley, cuando se
utilicen las expresiones “secuestrado” y
“víctima de secuestro”, se entenderá que se
hace referencia a la víctima de un delito de
secuestro, según se desprenda del proceso
judicial adelantado por la autoridad judicial
competente.

CAPITULO II
Mecanismos de acceso al sistema

de protección y medidas de control
Artículo 3º. Acceso al sistema. Para acceder

a los instrumentos de protección previstos en
la presente ley, se requerirá:

1. La certificación expedida por la autoridad
judicial competente prevista en el artículo 5º
de la presente ley.

2.Acreditar la condición de curador
provisional o definitivo de los bienes del
secuestrado, en los términos de los artículos 5º
y 26 de la presente ley.

3. Inscripción en el registro de los
beneficiarios que para el efecto llevará la
Secretaría Técnica del Consejo Nacional de
Lucha contra el Secuestro y demás atentados
contra la Libertad Personal, Conase, o quien
haga sus veces, quien expedirá las respectivas
constancias.

4. Acreditar ante la Secretaría Técnica del
Conase, cuando resulte pertinente, la
renovación de la primera certificación
expedida por la autoridad judicial competente.

Parágrafo 1º. En el evento que la víctima
del secuestro recobre su libertad, podrá solicitar
en nombre propio los instrumentos de
protección consagrados en la presente ley a
los que haya lugar, previo el cumplimiento de
lo dispuesto en los numerales 1 y 3 de este
artículo.

Parágrafo 2º. Cuando la víctima de secuestro
sea empresario(a) de una empresa unipersonal,
a la respectiva persona jurídica le serán
aplicables las normas definidas en los
Capítulos I y IV del Título II de esta ley. Para
el efecto, el curador de bienes del secuestrado,
además de los requisitos definidos en este
artículo, deberá presentar el certificado de la
Cámara de Comercio en el que conste la
existencia de la empresa unipersonal y que el
secuestrado sea el titular de la misma.

Parágrafo 3º. En todo caso, el acceso a los
instrumentos de protección supone el
cumplimiento del deber constitucional y legal
de los interesados de colaborar con el buen
funcionamiento de la administración de
justicia.

Parágrafo 4º. El registro de beneficiarios
empezará a funcionar a partir de la entrada en
vigencia de esta ley bajo la dirección y control
de la Secretaría Técnica del Conase. Sin
embargo, el Gobierno Nacional reglamentará
procedimientos adicionales para permitir la
inscripción en el registro bajo un esquema de
descentralización territorial, en el que podrán
intervenir las autoridades locales, judiciales o
con funciones de policía judicial, sin que ello
signifique la creación de nuevos cargos o
erogaciones para tales entidades, y sin perjuicio
de las competencias de la Secretaría Técnica
del Conase definidas esta ley.

Artículo 4º. Operatividad del sistema. Para
efectos de activar el sistema al que hace
referencia la presente ley, el interesado deberá
obtener la certificación judicial a que hace
referencia el artículo 5º siguiente.

Una vez obtenida esta certificación se
deberá iniciar el proceso de declaración de
ausencia, con el fin de obtener el nombramiento
de un curador provisional o definitivo de los
bienes del secuestrado.

Adquirida la condición de curador
provisional o definitivo de los bienes de la
víctima de secuestro, dicho curador solicitará
a la Secretaría Técnica del Conase, o quien
haga sus veces, su inscripción en el registro
único de beneficiarios del sistema de
protección a que hace referencia la presente
ley. Al momento de la inscripción, el curador
deberá informar los instrumentos de esta ley a
los cuales está interesado en acceder para su
inclusión en el registro único de beneficiarios.

En caso de que la víctima recobre su libertad,
podrá solicitar directamente su inscripción en
el registro para acceder a los instrumentos de
protección aplicables posteriores al secuestro.

Realizado el registro, la Secretaría Técnica
del Conase o quien haga sus veces expedirá
las constancias que sean necesarias con el
propósito de que el curador –provisional o
definitivo– o la víctima misma del secuestro
puedan iniciar los trámites necesarios ante las
entidades competentes para que le sean
otorgados los beneficios respectivos.

Artículo 5º. Certificación judicial. Para
acceder a los instrumentos de protección
previstos en la presente ley, la autoridad judicial
competente que investiga o que tiene el
conocimiento del caso, deberá expedir, a
solicitud del interesado, una certificación por
escrito en la que conste que se encuentra en
curso una investigación o un proceso judicial
por el delito de secuestro.

Esta certificación sólo podrá ser expedida
si de los elementos materiales probatorios
recogidos y asegurados legalmente o de la
información obtenida, la autoridad judicial
competente pueda inferir razonablemente que
la conducta delictiva que se investiga o juzga
es la de un presunto delito de secuestro.

Esta certificación sólo se expedirá a
solicitud de cualquiera de los legitimados para
adquirir la condición de curador provisional o
definitivo de bienes contemplados en el
artículo 26 de la presente ley.

La certificación judicial tendrá una vigencia
de tres (3) meses. El interesado deberá solicitar
su renovación periódica a efectos de mantener
el derecho a acceder a los instrumentos de
protección previstos en la presente ley.

Una vez la víctima del secuestro recobre la
libertad, estará en la obligación de informar
esta novedad a las autoridades judiciales
competentes. Dicha obligación recae también
en el curador provisional o definitivo de bienes.
En todo caso, si llegare a conocimiento de la
autoridad judicial competente la liberación de
la víctima, esta deberá informar inmediata-
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mente a la Secretaría Técnica del Conase, o
quien haga sus veces, para que se haga la
anotación respectiva en el registro único de
beneficiarios.

Para el acceso a los instrumentos de
protección aplicables una vez el secuestrado
recobre su libertad, se expedirá una nueva
certificación que tendrá validez durante el
período contemplado por la ley para la vigencia
de los beneficios a los que haya lugar.

Artículo 6º. Registro único de beneficiarios.
Corresponde a la Secretaría Técnica del
Conase, o quien haga sus veces, llevar el
registro único de beneficiarios de los
instrumentos de protección previstos en la
presente ley. Para el ingreso y permanencia en
el registro, el interesado deberá dar cumpli-
miento a los requisitos exigidos en los artículos
3º y 5º de la presente ley.

El registro único de beneficiarios hará parte
del Centro Nacional de Datos sobre Secuestro,
Extorsión y demás Atentados contra la Libertad
Personal, creado por la Ley 282 de 1996.

Artículo 7º. Medidas de control. La
Secretaría Técnica del Conase, o quien haga
sus veces, tendrá a su cargo el control y
seguimiento del acceso, permanencia y
cancelación del registro único de beneficiarios.
Para el efecto, podrá realizar cruces de
información periódicos con otras entidades
públicas o privadas.

Artículo 8º. Obligación de reportar. La
obligación de los fiscales delegados ante el
Gaula de comunicar de manera inmediata la
iniciación de las investigaciones previas e
informar sobre el desarrollo de las mismas,
prevista en el literal c) del artículo 6º de la Ley
282 de 1996, se hará extensiva a todas las
autoridades judiciales competentes que
asuman la indagación, investigación o
conocimiento del delito de secuestro.

Artículo 9º. Obligación de reporte en caso
del uso indebido de los instrumentos de
protección consagrados en esta ley. Cualquier
persona natural o jurídica, o autoridad que
tenga conocimiento del uso indebido de los
mecanismos consagrados en la presente ley,
deberá informar de esta situación a la Secretaría
Técnica del Conase o quien haga sus veces,
sin perjuicio de la información que deba
suministrarse ante la autoridad judicial
competente.

T I T U L O I I
INSTRUMENTOS DE PROTECCION
A LAS VICTIMAS DEL SECUESTRO

Y SUS FAMILIAS
CAPITULO I

El secuestro como causal eximente
de responsabilidad civil

Artículo 10. Secuestro como fuerza mayor
o caso fortuito. Todo secuestro se tendrá como

causal constitutiva de fuerza mayor o caso
fortuito para el secuestrado. Se presumirá sin
necesidad de declaratoria judicial que la
privación de libertad en tal circunstancia
reviste las características de imprevisibilidad
y de irresistibilidad. Tal presunción sin
declaratoria judicial procederá exclusiva-
mente para los efectos patrimoniales y
sociales definidos en esta ley en beneficio de
la víctima de secuestro.

Parágrafo. Para los efectos aquí previstos
se entiende que el deudor secuestrado no se
hace responsable del caso fortuito. Cualquier
estipulación en contrario se tendrá por no
escrita.

Artículo 11. Interrupción de plazos y
términos de vencimiento de obligaciones
dinerarias. Se interrumpirán para el deudor
secuestrado, de pleno derecho y retroacti-
vamente a la fecha en que ocurrió el delito de
secuestro, los términos de vencimiento de
todas sus obligaciones dinerarias, tanto civiles
como comerciales, que no estén en mora al
momento de la ocurrencia del secuestro. Las
respectivas interrupciones tendrán efecto
durante el tiempo de cautiverio y se mantendrán
durante un período adicional igual a este, que
no podrá ser en ningún caso superior a un año
contado a partir de la fecha en que el deudor
recupere su libertad. También cesarán los
efectos de las interrupciones desde la fecha en
que se establezca la ocurrencia de la muerte
real o se declare la muerte presunta del deudor
secuestrado.

En consecuencia, los respectivos acreedores
no podrán iniciar el cobro prejudicial o judicial
de dichas obligaciones, ni contra el deudor
principal secuestrado, ni contra sus garantes
ni contra sus codeudores no beneficiarios del
crédito que tengan la calidad de garantes.

Igual tratamiento tendrán las obligaciones
que se deban pagar mediante cuotas periódicas.
Si el deudor secuestrado se halla en mora de
pagar alguna o algunas de estas, la interrupción
de los plazos de vencimiento a que se refiere
el presente artículo sólo se dará respecto de las
cuotas que aún no se encuentren vencidas.

Parágrafo 1º. Durante el período de
interrupción definido en este artículo, los
acreedores no podrán aplicar cláusulas
aceleratorias por la mora en el pago de las
cuotas vencidas.

Parágrafo 2º. Una vez el deudor recupere
su libertad, este y sus acreedores deberán
reestructurar, renegociar o si fuese necesario
novar la obligación, en condiciones de
viabilidad financiera para dicho deudor, que
permitan su recuperación económica.

Parágrafo 3º. Las obligaciones que se
encontraren en mora al momento de la
ocurrencia del secuestro, podrán gozar del

beneficio previsto en el presente artículo,
siempre y cuando se pongan al día a la fecha
en que el deudor fue privado de su libertad.

Parágrafo 4º. No podrán ser incluidos en
las bases de datos de las centrales de
información financiera los deudores secues-
trados beneficiarios de esta ley. Asimismo
deberán ser excluidos de dichas bases de datos
quienes se encuentren en las circunstancias
descritas en el parágrafo anterior.

Artículo 12. Interrupción de términos y
plazos de obligaciones de hacer y de dar,
diferentes a las de contenido dinerario. Los
plazos de las obligaciones de dar diferentes a
las de contenido dinerario o de hacer que no se
hallen en mora y que tuviera vigentes el deudor
secuestrado al momento de la privación de la
libertad, se interrumpirán de pleno derecho
por el término de tres (3) meses contados a
partir de la fecha en que ocurrió el delito de
secuestro.

Si transcurridos estos términos, el deudor o
contratista no ha recuperado su libertad, o no
se ha establecido su muerte, el acreedor podrá
perseverar en el contrato que dio origen a la
obligación o desistir de él, y en ambos casos
sin derecho a indemnización de perjuicios. El
acreedor estará obligado a declarar su
determinación por escrito, en el título
respectivo; en caso de que no lo haga, se
presumirá que desistió del contrato.

En caso de que el acreedor desista del
contrato, la obligación se extinguirá de pleno
derecho y procederán las restituciones mutuas
en los términos de los artículos 1544 y 1545
del Código Civil.

Si el acreedor decide perseverar en el
contrato, la interrupción de los plazos tendrá
efecto durante el tiempo de cautiverio y se
mantendrá durante un período adicional igual
a este, que no podrá ser en ningún caso superior
a un año contado a partir de la fecha en que el
deudor recupere su libertad. También cesará
el efecto de la interrupción desde la fecha en
que se establezca la ocurrencia de la muerte o
se declare la muerte presunta del deudor
secuestrado.

Estando interrumpidos los plazos de las
obligaciones de que trata este artículo, los
acreedores no podrán iniciar el cobro judicial
de las mismas contra el deudor principal
secuestrado, ni contra sus garantes ni sus
codeudores que tengan la calidad de garantes.

Artículo 13. Interrupción de términos y
plazos de toda clase. Durante el tiempo del
cautiverio estarán interrumpidos los términos
y plazos de toda clase, a favor o en contra del
secuestrado, dentro de los cuales debía hacer
algo para ejercer un derecho, para no perderlo,
o para adquirirlo o recuperarlo.

Lo anterior no obsta para que, excepcio-
nalmente cuando circunstancias extraor-
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dinarias lo exijan, y con el propósito de
proteger derechos en riesgo inminente de la
persona secuestrada, además del curador de
bienes, el agente oficioso o cualquier otra
figura procesal instituida para estos efectos
puedan ejercer todas las acciones que sean
necesarias para garantizar dicha protección.

Artículo 14. Suspensión de procesos
ejecutivos. Adiciónese al artículo 170 del
Código de Procedimiento Civil el siguiente
inciso:

“Los procesos ejecutivos en contra de una
persona secuestrada originados por la mora
causada por el cautiverio, y los que se
encuentren en curso al momento de entrar en
vigencia la presente ley, se suspenderán de
inmediato, quedando legalmente facultado el
curador de bienes del secuestrado para pedir la
suspensión al juez competente, para lo cual le
bastará demostrar el cumplimiento de los
requisitos a que se refiere el artículo 3º de esta
ley, y acreditar su calidad de curador, ya sea
provisional o definitivo, con la copia auténtica
de la providencia judicial que lo designa. Esta
suspensión tendrá efecto durante el tiempo de
cautiverio y se mantendrá durante un período
adicional igual a este, que no podrá ser en
ningún caso superior a un año contado a partir
de la fecha en que el deudor recupere su
libertad. El juez que actúe en contravención
de lo aquí estipulado, incurrirá en causal de
mala conducta”.

CAPITULO II
Pago de salarios, honorarios, prestaciones

sociales  y pensiones del secuestrado
Artículo 15. Pago de salarios, honorarios

y prestaciones sociales del secuestrado. El
empleador deberá continuar pagando el salario,
y prestaciones sociales a que tenga derecho el
secuestrado al momento de ocurrencia del
secuestro, ajustados de acuerdo con los
aumentos legalmente exigibles. También
deberá continuar este pago en el caso de
servidores públicos que no devenguen salarios
sino honorarios. Dicho pago deberá realizarse
al curador provisional o definitivo de bienes a
que hace referencia el artículo 26 de la presente
ley. Este pago se efectuará desde el día en que
el trabajador, sea este particular o servidor
público, haya sido privado de la libertad y
hasta cuando se produzca una de las siguientes
condiciones:

1. En el caso de trabajador con contrato
laboral a término indefinido, hasta cuando se
produzca su libertad, o se compruebe la muerte,
o se declare la muerte presunta.

2. En el caso de trabajador con contrato
laboral a término fijo, hasta el vencimiento del
contrato, o hasta cuando se produzca su libertad
o se compruebe la muerte o se declare la
muerte presunta si alguno de estos hechos se

produce con anterioridad a la fecha de
terminación del contrato.

3. En el caso de servidor público hasta
cuando se produzca su libertad, o alguna de las
siguientes circunstancias: Que se compruebe
su muerte o se declare la muerte presunta o el
cumplimiento del período constitucional o
legal del cargo.

4. El cumplimiento de la edad y los
requisitos para obtener la pensión, caso en el
cual corresponde al curador iniciar los trámites
para solicitar su pago.

No podrá reconocerse un pago de salario u
honorarios superior a veinticinco (25) salarios
mínimos legales mensuales vigentes, excepto
en aquellos casos de secuestro ocurridos con
anterioridad a la expedición de esta ley en los
que se mantendrán las condiciones laborales
previamente establecidas.

El empleador deberá continuar pagando las
prestaciones sociales del secuestrado,
atendiendo a las reglas de pago señaladas en
los numerales 1 al 4, así como también los
aportes al sistema de seguridad social integral.

Parágrafo 1º. Al secuestrado con contrato
laboral vigente al momento que recobre su
libertad, se le deberá garantizar un período de
estabilidad laboral durante un período mínimo
equivalente a la duración del secuestro, que en
todo caso no exceda un año, contado a partir
del momento que se produzca su libertad.
Igual tratamiento tendrán los servidores
públicos, salvo que el secuestrado cumpla la
edad de retiro forzoso, o que se cumpla el
período constitucional o legal del cargo.
También se exceptúan de este beneficio a las
demás personas que cumplan con la edad y
requisitos para obtener pensión, tal como lo
dispone el numeral 4 de este artículo. Lo
anterior no obsta para que, si llegare a ser
necesario, durante el período de estabilidad
laboral se dé aplicación a las causales legales
de terminación del vínculo laboral por justa
causa o tenga lugar la remoción del cargo con
ocasión del incumplimiento de los regímenes
disciplinario, fiscal o penal según el caso.

Parágrafo 2º. Por regla general, el curador
provisional o definitivo de bienes deberá
destinar en forma prioritaria los dineros que
reciba en virtud de lo dispuesto en este artículo,
para atender las necesidades de las personas
dependientes económicamente del secues-
trado.

Parágrafo 3º. En el evento contemplado en
el numeral 2 de este artículo y en el caso del
cumplimiento del período constitucional o
legal del cargo en el caso de servidores
públicos, el fiscal o el juez competente podrán
determinar la continuidad en el pago de los
salarios u honorarios más allá del vencimiento
del contrato o del período correspondiente, y
hasta tanto se produzca la libertad, o se

compruebe la muerte, o se declare la muerte
presunta del secuestrado, si al ponderar los
elementos de juicio a su alcance, infiere que
entre el desempeño del trabajador como
servidor público o particular y las causas del
secuestro existe un vínculo inescindible.

Parágrafo 4º. Los miembros de la Fuerza
Pública secuestrados mantendrán su sueldo
básico asignado y un promedio de los haberes
devengados durante los últimos tres (3) meses.
El tiempo que duren privados de su libertad
será contabilizado como tiempo de servicios.
Los miembros de la Fuerza Pública secues-
trados serán ascendidos cuando cumplan el
tiempo reglamentario. Al cónyuge y los hijos
de los miembros de la Fuerza Pública
secuestrados, se les reconocerán los derechos
adquiridos en materia de salud, educación y
servicios sociales.

Artículo 16. Pago de pensión al secues-
trado. Para el caso del secuestrado con derecho
al pago de la pensión, el curador provisional o
definitivo de bienes recibirá y administrará
los dineros respectivos.

Si durante el tiempo de cautiverio un
secuestrado adquiriese el derecho a pensión,
el curador provisional o definitivo de bienes
podrá adelantar todos los trámites necesarios
para lograr el reconocimiento y pago de la
respectiva pensión.

CAPITULO III
Instrumentos de protección en materia

de salud y educación
Artículo 17. Instrumentos de protección en

materia de salud. Se garantiza al secuestrado
y a su núcleo familiar, la protección en materia
de salud. Para efectos del acceso a esta
protección se deberán observar las siguientes
reglas:

1. Secuestrado con relación laboral a
término indefinido al momento del secuestro:
Para el caso del secuestrado que al momento
del secuestro tenía vigente una relación laboral
a término indefinido, y en el entendido que
durante el período de cautiverio y el de
estabilidad establecido en el parágrafo 1º del
artículo 15, el empleador está en la obligación
de cumplir con los aportes respectivos al
régimen contributivo, se mantendrá el acceso
del secuestrado y sus beneficiarios al Sistema
de Seguridad Social en Salud. Para efectos de
garantizar el acceso efectivo de los benefi-
ciarios del secuestrado a dicho sistema, el
curador provisional o definitivo de bienes
tendrá las mismas facultades que el sistema de
seguridad social integral le otorga al trabajador.

2. Secuestrado con contrato de trabajo a
término fijo, que permanece en cautiverio
después de haberse vencido el término del
contrato: Para el caso del secuestrado con
contrato de trabajo a término fijo que
permanece en cautiverio después de haberse
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vencido el término del contrato y que realizaba
aportes al régimen contributivo, el ingreso
base de cotización a partir del momento de la
terminación del contrato será el mínimo
exigido para los trabajadores independientes.
El Gobierno Nacional reglamentará la
materia.

3. Secuestrado independiente: Para el caso
del secuestrado que al momento del cautiverio
no tenía vínculo laboral o contractual, el
ingreso base de cotización a partir del momento
de la privación de la libertad será el mínimo
exigido para los trabajadores independientes.
El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

4. En todo caso, el Gobierno Nacional
deberá reglamentar los mecanismos y
procedimientos para garantizar, dentro del
marco de la Ley 100 de 1993 y de sus normas
complementarias, el acceso al régimen
subsidiado del sistema de seguridad social en
salud, a los secuestrados y sus beneficiarios
que no puedan mantener su afiliación en el
régimen contributivo.

Parágrafo 1º. Para efectos de los anteriores
numerales 2, 3 y 4 corresponderá al curador
provisional o definitivo de bienes realizar los
aportes respectivos en nombre del secuestrado.

Parágrafo 2º. Se entiende por núcleo
familiar lo señalado en el artículo 34 del
Decreto 806 de 1998 o las normas que lo
modifiquen.

Artículo 18. Asistencia psicológica y
psiquiátrica. Sin perjuicio de la asistencia
sicológica y siquiátrica a que tengan derecho
el secuestrado y su núcleo familiar por vía del
sistema de seguridad social en salud, el
Gobierno Nacional a través de la Secretaría
Técnica del Conase o la entidad que haga sus
veces y/o el Programa Presidencial contra la
Extorsión y el Secuestro, podrán promover el
desarrollo de programas de asistencia
psicológica y psiquiátrica con el ánimo de
lograr su recuperación psicosocial. Especial
atención merecerán en estos programas los
menores que hayan sido víctimas del delito de
secuestro.

Para el caso de los miembros de la Fuerza
Pública y de los organismos que cumplen
funciones de Policía Judicial que sean víctimas
del delito de secuestro, sin perjuicio de la
aplicación de los regímenes especiales a los
cuales están sujetos, corresponderá a la
respectiva institución a la cual pertenezcan
incluirlos en programas de asistencia
sicológica y siquiátrica con el ánimo de lograr
su recuperación psicosocial, así como la de su
núcleo familiar. Dicha asistencia se deberá
prestar de manera obligatoria por el tiempo
que sea necesario.

Este beneficio se extenderá para el personal
que al momento del secuestro se encuentre
prestando su servicio militar obligatorio.

Artículo 19. Instrumentos de protección en
materia de educación. Se deberá asegurar la
continuidad en el acceso a la educación de los
hijos de un secuestrado, menores de edad o los
que siendo mayores dependan econó-
micamente de este, en los niveles de preescolar,
básica, media y superior. Para el efecto se
podrá acceder a uno o más de los siguientes
beneficios:

1. Continuidad de estudios y facilidades de
pago en instituciones de carácter público o
privado: Las instituciones educativas de
carácter público y privado deberán permitir
que los hijos de un secuestrado que adelanten
estudios de educación preescolar, básica,
media o superior, culminen el año o semestre
académico que se encontraren cursando al
momento del secuestro. Para el efecto, la
respectiva institución educativa deberá ofrecer
facilidades de pago en términos econó-
micamente favorables a la familia del
estudiante. Los plazos para efectuar el pago
podrán extenderse más allá de la fecha de
terminación del respectivo período académico,
razón por la cual dichos pagos no podrán
condicionar la culminación del año o semestre
académico que esté cursando el estudiante.

En todo caso, las instituciones educativas
públicas y privadas podrán eximir al estudiante,
cuando se considere pertinente, del pago
de pensiones, matrículas y otros costos
educativos.

2. Cupos en instituciones de carácter
público: las entidades territoriales certificadas
deberán gestionar ante las autoridades o
entidades competentes la asignación de cupos
en todos los niveles de la educación, en las
instituciones educativas de carácter público
para los hijos de un secuestrado. En materia de
educación superior la gestión de los cupos
estará supeditada a la disponibilidad de los
mismos, sin perjuicio del cumplimiento de las
demás exigencias que de manera general
establezca la respectiva institución educativa
para el acceso o permanencia en esta.

3. Prelación en el acceso a créditos del
Icetex: El Icetex deberá dar prelación y facilitar
la asignación de créditos educativos a los
hijos de un secuestrado, menores de edad o los
que siendo mayores dependan económi-
camente de este.

CAPITULO IV
Aspectos tributarios

Artículo 20. Suspensión de términos en
materia tributaria. Cuando la presentación de
declaraciones tributarias nacionales o
territoriales correspondientes al secuestrado y
el pago de los valores respectivos, no se realicen
mediante agencia oficiosa en los términos
previstos en la legislación, se suspenderán de
pleno derecho los plazos para declarar y pagar,
durante el tiempo de cautiverio y durante un

período adicional igual a este, que no podrá
ser en ningún caso superior a un año contado
a partir de la fecha en que la persona recupere
su libertad. La suspensión también cesará
cuando se establezca la ocurrencia de la
muerte o se declare la muerte presunta del
secuestrado.

Cuando se aplique la suspensión definida
en el inciso anterior, no se generarán sanciones
ni intereses moratorios por las obligaciones
tributarias nacionales o territoriales que se
causen durante este período. Asimismo, se
suspenderán, tanto para el contribuyente como
para la administración, todos los términos que
rigen los procedimientos de corrección,
información, revisión o sanción, discusión de
actos de la administración, solicitud de
devoluciones, emplazamientos y los relativos
a la extinción de obligaciones tributarias, y
cualquiera otro que se derive de la presentación
de las declaraciones tributarias.

Durante el mismo período, las autoridades
tributarias no podrán iniciar procesos de cobro
coactivo, ni juicios ejecutivos, y se interrumpe
el término de prescripción de la acción de
cobro.

Artículo 21. Los empleadores que paguen
salarios, durante el cautiverio, a sus empleados
víctimas de secuestro, tendrán derecho a
deducir de su renta el 100% de los salarios
pagados en el respectivo año, con el
cumplimiento de las demás exigencias legales
para su deducibilidad.

T I T U L O  III
SANCIONES

Artículo 22. Exclusión del sistema. El que,
en beneficio propio o de un tercero, y para
acceder a los instrumentos de protección
previstos en la presente ley, ingrese fraudulen-
tamente al sistema de protección a las víctimas
del secuestro, o de igual manera se mantenga
en el mismo, perderá el derecho a estos, sin
perjuicio de las sanciones penales correspon-
dientes a que hubiere lugar.

Artículo 23. Sanción administrativa a las
entidades vigiladas por la Superintendencia
Bancaria. Las entidades vigiladas por la
Superintendencia Bancaria están obligadas a
dar cabal cumplimiento a la protección que
mediante esta ley se establece a favor de las
personas secuestradas que, al momento de la
privación de la libertad, tuvieren obligaciones
crediticias vigentes. El incumplimiento de
este deber legal, además de la ineficacia de la
operación efectuada en abierta violación a lo
estipulado en el artículo 12 de esta ley, dará
lugar a la imposición de sanciones por parte de
la Superintendencia Bancaria, a la entidad
vigilada respectiva, las cuales podrán consistir
en sanciones de multa en los términos del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y
las normas que lo adicionen o lo reformen, y
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si la gravedad de la infracción así lo amerita,
a la remoción del funcionario responsable.

Artículo 24. Sanción a empleadores. Los
empleadores que no den cumplimiento o den
cumplimiento parcial a las obligaciones
contenidas en el artículo 17 de la presente ley,
se harán acreedores a las sanciones previstas
en el Código Sustantivo Laboral.

Artículo 25. Sanción disciplinaria. El
servidor público que no acate las disposiciones
de la presente ley u obstaculice o retarde el
reconocimiento de los instrumentos de
protección consagrados en esta ley o en los
trámites necesarios para el acceso a estos,
incurrirá en causal de mala conducta que se
valorará y sancionará de conformidad con lo
dispuesto en el régimen disciplinario aplicable.

T I T U L O  IV
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 26. El artículo 23 de la Ley 282 de
1996 quedará así:

“Artículo 23. Declaración de ausencia del
secuestrado. El proceso de declaración de
ausencia de una persona que ha sido víctima
de secuestro se adelantará ante el juez de
familia del domicilio principal del ausente en
cualquier momento después de la ocurrencia
del secuestro y hasta antes de la declaratoria
de muerte presunta.

“Estarán legitimados para ejercer la curaduría
de bienes, en su orden, las siguientes personas:
el cónyuge o compañero o compañera
permanente, los descendientes incluidos los
hijos adoptivos, los ascendientes incluidos los
padres adoptantes y los hermanos. En caso de
existir varias personas en el mismo orden de
prelación, el juez, oídos los parientes, elegirá
entre ellas la que le pareciere más apta, y podrá
también si lo estima conveniente, elegir más de
una y dividir entre ellas las funciones.

“La demanda podrá ser presentada por
cualquiera de las personas llamadas a ejercer
la curaduría y en ella se incluirá la relación de
las demás personas de quienes se tenga noticia
sobre su existencia y que en virtud de lo
dispuesto en el presente artículo podrían
ejercerla. La declaración se entenderá rendida
bajo la gravedad del juramento. A la demanda
deberá anexarse la certificación vigente a que
hace referencia el artículo 5º de la presente
ley. Se podrá actuar directamente sin necesidad
de constituir apoderado judicial.

“En el auto admisorio de la demanda se
procederá a nombrar curador de bienes
provisional a la persona llamada a ejercer el
cargo, pero si se rechaza el encargo, o no se
presentare ninguna persona legitimada para
ejercerlo, o si de común acuerdo todas las
personas que tienen vocación jurídica para
ejercer la curaduría lo solicitan, el juez podrá
encargar la curaduría a una sociedad fiduciaria

que previamente haya manifestado su interés
en realizar dicha gestión.

“El juez que no se ciña al procedimiento
aquí señalado o que de cualquier manera actúe
en contravención a lo dispuesto en el presente
artículo, incurrirá en causal de mala conducta.

“En lo no previsto en el presente artículo se
aplicarán las disposiciones de los Códigos
Civil y de Procedimiento Civil”.

Artículo 27. Aplicación de los instrumentos
de protección. Los instrumentos de protección
consagrados en la presente ley serán aplicables
a los secuestrados que al momento de entrada
en vigencia de la misma se encuentren aún en
cautiverio, así como a quienes sean secues-
trados a partir de esa fecha. También podrán
acceder a los instrumentos de protección
aplicables con posterioridad al secuestro
aquellas personas que han recobrado la libertad
y se encuentren dentro de los términos
establecidos por la presente ley para cada uno
de dichos instrumentos.

Artículo 28. Vigencia. La presente ley rige
a partir de su promulgación y deroga todas las
disposiciones que le sean contrarias.

Claudia Blum de Barberi, Rafael Pardo
Rueda, Senadores de la República; Nancy
Patricia Gutiérrez, Tony Jozame Amar,
Representantes a la Cámara.

La Presidencia indica a la Secretaría
continuar con el siguiente Informe de
Conciliación.

Proyecto de ley número 17 de 2004
Senado, 243 de 2004 Cámara, por medio de
la cual se expide un estatuto que contiene
medidas administrativas contra la trata de
personas.

La Presidencia indica a la Secretaría dar
lectura al informe.

Por Secretaría se da lectura al Informe de
Mediación que acordaron las comisiones
designadas por los Presidentes de ambas
Corporaciones, para conciliar las discrepancias
surgidas en la aprobación del Proyecto de ley
número 17 de 2004 Senado, 243 de 2004
Cámara, por medio de la cual se expide un
estatuto que contiene medidas administrativas
contra la trata de personas.

La Presidencia somete a consideración de
la plenaria el informe leído y, cerrada su
discusión, esta le imparte su aprobación.

Bogotá, D. C., 21 de junio de 2005
Honorable Senador
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO
Presidente Senado de la República
Honorable Representante
ZULEMA JATTIN CORRALES
Presidenta Cámara de Representantes
Ciudad.
Referencia: Informe de conciliación al

Proyecto de ley número 243 de 2004 Cámara,

17 de 2004 Senado, por medio de la cual se
adoptan medidas contra la trata de personas
y normas para la atención y protección de las
víctimas de la misma.

Respetados Presidentes:
Los suscritos conciliadores designados por

las respectivas Presidencias de las Corpora-
ciones, nos hemos reunido para estudiar los
textos aprobados en el Senado de la República
y la Cámara de Representantes, con el fin de
darle cumplimiento al artículo 161 de la
Constitución Política, en la cual se establece
que “cuando surgieren discrepancias en las
Cámaras respecto a un proyecto, ambas
integrarán comisiones de conciliadores
conformadas por un mismo número de
Senadores y Representantes, quienes reunidos
conjuntamente, procurarán conciliar los textos,
y en caso de no ser posible, definirán por
mayoría”.

En este orden de ideas hemos llegado por
unanimidad a un texto consensuado, en el cual
se tuvieron en cuenta los artículos aprobados
en cada una de las Cámaras, acogiendo en su
mayoría el texto  que fue aprobado en la
plenaria del Senado de la República. Sin
embargo, a este se le introdujeron algunos
cambios que mediante proposiciones presen-
tadas en el último debate, en la plenaria de la
Cámara de Representantes se aprobaron y
acogemos en el texto conciliado.
EXPLICACION DE LOS ARTICULOS

CONCILIADOS
Capítulo I. Definiciones. Se recupera la

denominación del Capítulo I del Proyecto,
que fue omitida por un error de transcripción
en el texto presentado en la ponencia para
segundo debate en la Cámara.

Artículo 3°. Trata de personas. Se deja el
encabezado del artículo que fue aprobado por
el Senado, y se incluye la definición del tipo
penal del texto aprobado en la Cámara de
Representantes.

En efecto, se acordó eliminar el verbo
“transporte” por ser sinónimo del verbo
“traslade”; y excluir los medios de la trata, es
decir, las conductas que logran viciar el
consentimiento en la víctima recurriendo a “la
amenaza o al uso de la fuerza u otra forma de
coacción, al fraude, al engaño, al abuso de
poder o de una situación de vulnerabilidad, o
a la concesión o recepción de pagos o
beneficios”  porque:

a) Su  dificultad probatoria dificulta la
judicialización de la trata de personas, y

b) El reproche penal no se debe dirigir
contra quienes transan con seres humanos  sin
haber contado con su  consentimiento, sino, y
sencillamente, contra quienes transan con seres
humanos. Para el reproche y la persecución
criminal resulta irrelevante, entonces, el contar
o no con el consentimiento de la víctima, basta
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pues con una conducta que mercantiliza y
cosifica al ser humano, violando así
ampliamente el catálogo de los derechos
humanos, deconstruyendo la dignidad humana,
principio fundante de la Carta Política,  y
contraviniendo el artículo 17 superior que
proscribe  la trata de personas en todas sus
formas.

Asimismo, se optó por eliminar, dentro del
tipo penal, los verbos amplificadores “inducir,
constreñir, facilitar, financiar, colaborar o
promover” por ser ya vinculantes en virtud de
la parte general del Código Penal bajo
denominaciones como coautoría o intervientes,
por ejemplo. Finalmente también se acordó
eliminar el inciso final de la versión del Senado
–relativo a la ausencia de consentimiento en
menores de 18 años– por resultar inocua a la
luz del nuevo tipo penal. En efecto, en la
medida en que el consentimiento, en mayores
y niños, niñas y adolescentes es irrelevante
para la configuración del reproche y su sanción.

Artículo 6°. De las acciones en materia
de prevención de la trata de personas. Se
acogió el texto aprobado en la Cámara de
Representantes por considerar que no
corresponde a las funciones del  Ministerio de
Comunicaciones actuar como promotor de
varias líneas telefónicas de diversas entidades
pertinentes,  públicas o privadas, ni acoger
una página web con el fin de dar orientación y
recibir denuncios contra la trata. Máxime
cuando lo que se busca es la coordinación y
consolidación de una estrategia integral de las
acciones del Estado, lo cual, en todo caso, no
es óbice para un trabajo conjunto con las
Organizaciones de la Sociedad Civil y
Organizaciones Intergubernamentales.

En este orden de ideas, se suprimen también
los numerales 6 y 7 de la versión definitiva de
Senado, porque detallar los lugares, públicos
y privados, en que se deberán realizar campañas
de prevención es una materia que debe ser
amplia y específicamente desarrollada por la
Estrategia Nacional, y no por el legislador, y
porque establecer que la Defensoría y la
Procuraduría deberán capacitar a sus
funcionarios y dar curso a las denuncias que
reciban, resulta inocuo.

Artículo 13. Objeto. Se adoptó el texto
aprobado en la Cámara de Representantes por
considerar que esta redacción especificaba
que la lucha contra la trata de personas es una
política de orden estatal y que la coordinación
de todas las acciones públicas  deberán
converger y/o  articularse  en torno a una única
Estrategia Nacional.

Artículo 14. Integración del Comité. Se
acogió casi en su totalidad el texto aprobado
en la Cámara de Representantes porque su
numeral 2 unifica la redacción con los demás
numerales, el numeral 4 incluye al Ministro de

Educación  y el numeral 14 introduce como
miembro del Comité  a la entidad encargada
de las tipologías de lavados de activos, delito
que en virtud del artículo 189 del Código
Penal es susceptible de tener por causa la trata
de personas y que además permite determinar
y atacar el elemento económico de este delito
de dimensión nacional y transnacional.
Asimismo, la versión de la Cámara  de
Representantes excluye al Registrador
Nacional del Estado Civil, y  en su parágrafo
1° vela por la operatividad del Comité
Interinstitucional responsable de la Estrategia
Nacional contra la trata al establecer la
obligación legal de que en caso de que al
Comité no asista el Director de la entidad sino
que se nombre un delegado, este no podrá
estarse rotando continuamente ni podrá
excusarse de tomar decisiones en nombre de
su entidad al seno del comité, es decir, prevé
una delegatura estable y con capacidad de voz
y voto. Por su parte el parágrafo 2° proyecta la
Estrategia Nacional a todo el territorio
mediante una descentralización en todo caso
armoniosa con la del nivel nacional.

A ese artículo se le  incluye como último
parágrafo el primer inciso del parágrafo 1º de
la disposición aprobada en el Senado, que
establece la posibilidad de que el Comité
invite a sus sesiones a otras entidades del
Estado, personas jurídicas de derecho privado,
organizaciones internacionales que tengan que
ver con el tema de trata o la protección de
víctimas, y particulares que puedan colaborar
con el Comité.

Artículo 20. Recursos. Se adoptó casi en
su totalidad el texto aprobado en la Cámara de
Representantes por considerar que su numeral
segundo logra el mismo propósito de contribuir
a la financiación de la lucha contra la trata de
personas con el producto del delito corres-
pondiente, desde que ello pueda determinarse
y cuantificarse, sin sujetarlo a un fondo
específico. Además se deja el numeral 5 de
multas aprobado por el Senado.

Artículo 22. Se acoge el artículo 22 del
texto aprobado en el Senado en virtud del cual
la trata de personas en su dimensión
transnacional constituye un asunto de
competencia del artículo 35 de la Ley 906 de
2004, justicia especializada.

En cuanto a los artículos que fueron
aprobados con el mismo contenido en las dos
corporaciones, se debe manifestar que se
hicieron correcciones ortográficas. Por lo
anterior, adjuntamos el articulado del texto
conciliado.

De los honorables Congresistas,
Rafael Pardo Rueda, Claudia Blum de

Barberi, Senadores de la República; Nancy
Patricia Gutiérrez Castañeda, Luis Fernando
Velasco Chávez, Representantes a la Cámara.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO
DE LEY NUMERO 243 DE 2004
CAMARA, 17 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se adoptan medidas
contra la trata de personas  y normas para la
atención y protección de las víctimas de la

misma.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPITULO I
Definiciones

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene
por objeto adoptar medidas de prevención,
protección y asistencia necesarias para
garantizar el respeto de los derechos humanos
de las víctimas y posibles víctimas de la trata
de personas, tanto las residentes o trasladadas
en el territorio nacional, como los colombianos
en el exterior, y para fortalecer la acción del
Estado frente a este delito.

Artículo 2º. Principios. La interpretación y
aplicación de la presente ley se orientará por
los siguientes principios:

1. El Estado tiene la obligación de actuar
con la diligencia debida para prevenir la trata
de personas, investigar y procesar a quienes la
cometen, y ayudar y proteger a las víctimas de
la misma.

2. La acción estatal en este campo tiene
como propósito impedir la vulneración de los
derechos humanos por razón de la trata de
personas.

3. Las medidas contra la trata de personas
no redundarán en desmedro de los derechos
fundamentales ni de la dignidad de las víctimas.

4. La presente ley será interpretada de
manera coherente con la Ley 800 de 2003.

5. La acción estatal contra la trata de
personas propenderá, dentro del marco jurídico
vigente, por el trabajo conjunto y armónico
con organizaciones de la sociedad civil y del
sector privado en general.

Artículo 3º. Trata de personas. El artículo
188A de la Ley 599 de 2000, adicionado por la
Ley 747 de 2002 y modificado por la Ley 890
de 2004, quedará así:

“Artículo 188A. Trata de personas. El
que capte, traslade, acoja o reciba a una
persona, dentro del territorio nacional o hacia
el exterior, con fines de explotación, incurrirá
en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años
y una multa de ochocientos (800) a mil
quinientos (1.500) salarios mínimos legales
mensuales vigentes”.

“Para efectos de este artículo se entenderá
por explotación el obtener provecho eco-
nómico o cualquier otro beneficio para sí o
para otra persona, mediante la explotación de
la prostitución ajena u otras formas de
explotación sexual, los trabajos o servicios
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forzados, la esclavitud o las prácticas análogas
a la esclavitud, la servidumbre, la explotación
de la mendicidad ajena, el matrimonio servil,
la extracción de órganos, el turismo sexual u
otras formas de explotación”.

“El consentimiento dado por la víctima a
cualquier forma de explotación definida en
este artículo no constituirá causal de
exoneración de la responsabilidad penal”.

CAPITULO II
De la Estrategia Nacional contra la trata

de personas
Artículo 4º. De la Estrategia Nacional. El

Gobierno Nacional adoptará mediante decreto
la Estrategia Nacional contra la trata de
personas que será el eje de la política estatal en
este campo. En la formulación de dicha
estrategia intervendrá el Comité Interinstitu-
cional para la Lucha contra la Trata de Personas
al que se refiere el Capítulo VI en esta ley. Las
acciones de la estrategia que competan a
autoridades de otras ramas del poder público
u órganos autónomos, y que por su naturaleza
no puedan ser dictadas por decreto, serán
adoptadas por la dirección de la respectiva
entidad por medio del acto administrativo
correspondiente.

Para la elaboración de la estrategia nacional
se tendrán en cuenta los siguientes objetivos:

1. Desarrollar marcos de información
relativa a las causas, modalidades, particula-
ridades regionales y consecuencias de la trata
de personas.

2. Prevenir la trata de personas a través de
medidas sociales, económicas, políticas y
jurídicas.

3. Fortalecer las acciones de persecución a
organizaciones criminales y, en general, la
investigación, judicialización y sanción del
delito de trata de personas.

4. Proteger y asistir a las víctimas de la trata
de personas, en los campos físico y psicológico,
social, económico y  jurídico.

5. Promover el trabajo interinstitucional y
la cooperación internacional en la lucha contra
la trata de personas.

6. Los demás que el Comité Interinsti-
tucional considere necesarios.

Parágrafo. La Estrategia Nacional incluirá
metas e indicadores de gestión que permitan
medir periódicamente la eficiencia y eficacia
en el cumplimiento de los objetivos aquí
definidos.

CAPITULO III
De la prevención de la trata de personas

Artículo 5º. De la prevención. El Estado
colombiano, a través del Gobierno Nacional,
de sus instituciones judiciales y de policía, y
de las autoridades nacionales y territoriales,
tomará medidas y adelantará campañas y

programas de prevención de la trata de
personas, fundamentados en la protección de
los derechos humanos, los cuales tendrán en
cuenta que la demanda es una de sus causas
fundamentales, considerarán los factores que
aumentan la vulnerabilidad de la trata, entre
ellos la desigualdad, la pobreza y la
discriminación en todas sus formas, y
atenderán la diversidad cultural y étnica de las
posibles víctimas.

Artículo 6º. De las acciones en materia de
prevención de la trata de personas. En el
marco de la Estrategia Nacional de lucha
contra la trata de personas, corresponderá a las
instituciones del Estado definidas en esta ley
realizar, como mínimo, las siguientes acciones
en materia de prevención de la trata de
personas:

1. Bajo la coordinación del Ministerio del
Interior y de Justicia, y en colaboración con
las instituciones relacionadas con el tema
definidas por el Comité Interinstitucional,
establecer programas de prevención, dirigidos
a comunidades vulnerables a la trata de
personas.

2. El Gobierno Nacional, a través del
Ministerio de Educación y en colaboración
con las instituciones relacionadas con el tema,
diseñará y aplicará programas para que se
impartan obligatoriamente actividades de
prevención de la trata de personas en los
niveles de educación básica, media y superior.

3. Organizar y desarrollar, en forma
permanente, actividades de capacitación, con
el fin de informar y actualizar a los servidores
públicos de las entidades que el Comité
Interinstitucional considere pertinentes, sobre
todos los aspectos relacionados con esta
materia, en especial la identificación de las
posibles víctimas, la legislación vigente, los
instrumentos existentes para la protección de
los derechos humanos de las víctimas, la forma
como opera el crimen organizado nacional y
transnacional relacionado con la trata, y las
herramientas de investigación y judicialización
existentes.

4. Implementar programas de sensibiliza-
ción pública para dar a conocer la problemática
de la trata de personas que se produce tanto
dentro del territorio nacional como hacia el
exterior, y promover la información relacio-
nada con los peligros de la migración
internacional realizada bajo condiciones de
vulnerabilidad, riesgo, irregularidad o ilega-
lidad. Serán responsables por estas acciones
el Ministerio de Comunicaciones, la Comisión
Nacional de Televisión, las autoridades de
policía y judiciales, en el marco de sus
competencias, y las demás entidades que
determine el Comité Interinstitucional.

5. Corresponde al Ministerio del Interior y
de Justicia asesorar a las autoridades

departamentales y municipales para que
incluyan en sus planes de desarrollo, programas
de prevención de la trata de personas y de
atención a las víctimas de la misma.

CAPITULO IV
De la protección y asistencia a las
víctimas de la trata de personas

Artículo 7º. Medidas de protección y
asistencia a víctimas. Con el objeto de proteger
y asistir a las víctimas del delito de trata de
personas, la Estrategia Nacional incluirá el
diseño y ejecución de programas de asistencia
encaminados a su recuperación física,
sicológica y social, y fundamentados en la
protección a sus Derechos Humanos. Estas
acciones deberán garantizar la protección a la
intimidad y la identidad de las víctimas, e
incluirán, como mínimo:

1. Programas de asistencia inmediata que
deberán satisfacer, por lo menos, las siguientes
necesidades: retorno de las víctimas a su lugar
de origen si estas lo solicitan; seguridad;
alojamiento adecuado; asistencia médica,
psicológica y material, e información y asesoría
jurídica respecto a los derechos y procedi-
mientos legales a seguir. Estas prestaciones
serán objeto de la debida reglamentación.

2. Programas de asistencia mediata que
incluyan, entre otros aspectos. Capacitación y
ayuda en la búsqueda de oportunidades de
empleo; y acompañamiento jurídico durante
todo el proceso legal, en especial en el ejercicio
de las acciones judiciales para exigir la
reparación de los daños que han sufrido las
víctimas.

3. En cada consulado de Colombia en el
exterior se deberá ofrecer la debida informa-
ción y tomar medidas temporales para
garantizar la seguridad de la víctima,
salvaguardar su dignidad e integridad personal
y apoyarla en las gestiones que deba adelantar
ante las autoridades del país extranjero. Esta
disposición no implicará el incremento de
funcionarios en la planta de personal. Los
consulados propenderán, además, por
incentivar el análisis del tema y sensibilizar a
los medios de comunicación y a las autoridades
extranjeras frente a la situación de sus víctimas.

Parágrafo 1º. La prestación de la asistencia
mediata estará sujeta a que la víctima haya
denunciado el delito ante las autoridades
competentes. Esta condición no podrá exigirse
para la prestación de la asistencia inmediata.

Parágrafo 2º. El Gobierno coordinará con
las entidades pertinentes la organización de
un programa de repatriación para las víctimas
de trata de personas que se encuentren en el
exterior.

Artículo 8º. Vinculación a los programas
de protección de la fiscalía. En los casos que
lo ameriten, previa evaluación del riesgo por
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parte del Programa de Protección y Asistencia
a Víctimas y Testigos de la Fiscalía General de
la Nación, de conformidad con sus disposi-
ciones propias, y por intermedio del mismo
programa, se brindará protección integral a
testigos y víctimas de la trata de personas y a
sus familiares hasta el primer grado de
consanguinidad, primero de afinidad, primero
civil y al cónyuge, compañera o compañero
permanente, durante todo el proceso penal o
mientras subsisten los factores de riesgo que
lo justifiquen.

Artículo 9º. Asistencia a personas menores
de edad. En caso de que las víctimas sean
personas menores de edad, el Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar será la
entidad encargada de suministrar la atención y
asistencia requeridas, para lo cual deberá tener
en cuenta su vulnerabilidad, sus derechos y
sus necesidades especiales.

En estos casos se les deberá garantizar, sin
menoscabo de las demás previsiones que
establezca la legislación sobre la materia, como
mínimo, asistencia médica y psicológica
prestada por personas especializadas,
alojamiento temporal en lugares adecuados,
reincorporación al sistema educativo,
asesoramiento jurídico durante todo el proceso
legal al menor y a sus familiares, y
reintegración del menor a su entorno familiar,
previa verificación de que los tratantes no
pertenezcan a su núcleo familiar y que se
garanticen las condiciones de seguridad y
atención.

CAPITULO V
Fortalecimiento de acciones
contra la trata de personas

Artículo 10. Fortalecimiento de la
investigación judicial y la acción policiva. La
Fiscalía General de la Nación, la Policía
Nacional y el DAS capacitarán en forma
especializada a miembros de sus instituciones
en la investigación y persecución de los delitos
relacionados directa o indirectamente con el
fenómeno de trata de personas, y propenderán
por  una eficaz cooperación internacional en
los ámbitos judicial y de policía, en relación
con estas conductas. Esta medida no significará
un aumento de sus plantas de personal. Cada
año estas entidades elaborarán informes de
sus acciones en este campo los cuales serán
tenidos en cuenta por el Comité Interinsti-
tucional para la Lucha contra la Trata de
Personas en el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 11. Fortalecimiento de la
Cooperación Internacional. El Gobierno
Nacional identificará los países involucrados
en actividades relacionadas con la trata de
colombianos, aquellos para los que Colombia
representa un lugar de tránsito o destino de
actividades transnacionales de trata y los que
trabajan activamente en la lucha contra este

delito, para darles prioridad en el tema de la
cooperación internacional en este campo.

CAPITULO VI
Comité Interinstitucional

Artículo 12. Comité Interinstitucional para
la lucha contra la trata de personas. El Comité
Interinstitucional para la Lucha contra el
Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, creado por
el Decreto 1974 de 1996, se denominará en
adelante Comité Interinstitucional para la
Lucha contra la Trata de Personas y su
integración y funciones se regirá por lo
dispuesto en la presente ley.

Artículo 13. Objeto. El Comité Interins-
titucional para la Lucha contra la Trata de
Personas será el organismo consultivo del
Gobierno Nacional y el ente coordinador de
las acciones que desarrolle el Estado
Colombiano a través de la Estrategia Nacional
para la Lucha contra la Trata de Personas.

Artículo 14. Integración del Comité. El
Comité estará integrado por los siguientes
miembros:

1. El Ministro del Interior y de Justicia o su
delegado, quien lo presidirá.

2. El Ministro de Relaciones Exteriores o el
Director de Asuntos Consulares y de
Comunidades Colombianas en el Exterior, o
su delegado.

3. El Ministro de la Protección Social o su
delegado.

4. El Ministro de Educación, o su delegado.
5. El Director General del Departamento

Administrativo de Seguridad o su delegado.
6. El Director General de la Policía Nacional

o su delegado.
7. El Fiscal General de la Nación o su

delegado.
8. El Procurador General de la Nación o su

delegado.
9. El Defensor del Pueblo o su delegado.
10. El Subdirector General de la Oficina de

Interpol en Colombia o su delegado.
11. El Director General del Instituto

Colombiano de Bienestar Familiar o su
delegado.

12. El Consejero(a) Presidencial para la
Equidad de la Mujer o su delegado (a).

13. El Director(a) de Fondelibertad o su
delegado.

14. El Director(a)  General  de la Unidad
Administrativa Especial de Información y
Análisis Financiero o su delegado.

Parágrafo 1°. En caso de que los miembros
nombren una delegatura al Comité, esta
revestirá características de permanencia y
capacidad de decisión.

Parágrafo 2°. El Comité promoverá la
creación de Comités Regionales departa-

mentales y/o municipales contra la trata de
personas,  los cuales estarán presididos por los
correspondientes gobernadores o alcaldes, y
que deberán contar también con una entidad
que actuará como Secretaría Técnica. La
Estrategia Nacional adoptada por el Comité
será la base de su formulación de acción
contra la Trata a nivel  local haciendo los
ajustes necesarios que consulten las especifi-
cidades del territorio y la población respectiva.

Parágrafo 3°. El Comité podrá invitar a sus
sesiones a cualquier otra entidad del Estado,
personas jurídicas de derecho privado y
organizaciones internacionales que tengan por
objeto la lucha contra la trata de personas, o la
protección de los derechos humanos de las
víctimas del mismo, organizaciones que tengan
por objeto la promoción y defensa de los
derechos humanos, y a particulares cuya
presencia sea conveniente para el cumpli-
miento de las funciones propias del Comité.

Artículo 15. Funciones. El Comité
Interinstitucional para la Lucha contra la Trata
de Personas ejercerá las siguientes funciones:

1. Elaborar y recomendar al Gobierno
Nacional la Estrategia Nacional contra la Trata
de Personas, que será el eje de la política
estatal en esta materia, y realizar seguimiento
a su ejecución.

2. Coordinar procesos de revisión de los
acuerdos y convenios internacionales que haya
suscrito Colombia en materia de Derechos
Humanos y los relacionados con la trata de
personas para hacer seguimiento a su adecuado
cumplimiento y recomendar la suscripción de
acuerdos, convenios o tratados y otras
gestiones que se requieran para fortalecer la
cooperación internacional contra la trata de
personas.

3. Servir de órgano asesor y recomendar la
realización de acciones a las distintas
dependencias o entidades del Estado en la
lucha contra la trata de personas.

4. Ser instancia de coordinación de las
entidades del Estado y de los organismos
privados que participen en la ejecución de la
Estrategia Nacional, en relación con las
acciones interinstitucionales que deban
emprender.

5. Formular recomendaciones en materia
de persecución criminal del delito de trata de
personas y del fortalecimiento de la capacidad
del Estado en este campo.

6. Recomendar la expedición de normas o
regulaciones a las distintas entidades del
Estado en materia de lucha contra la trata de
personas.

7. Realizar seguimiento y estudiar los
efectos de las normas, programas y actividades
de lucha contra la trata de personas en los
derechos humanos, y recomendar medidas y
acciones para su adecuación y mejoramiento.
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8. Coordinar el diseño e implementación
del Sistema Nacional de Información sobre la
Trata de Personas definido en esta ley.

9. Proponer las investigaciones a las que se
refiere el artículo 20 de esta ley.

10. Diseñar su propio plan de acción y
dictar su reglamento interno.

Parágrafo 1º. Para el eficaz cumplimiento
de sus funciones, el Comité podrá integrar
grupos especializados en las distintas áreas.

Parágrafo 2º. El Comité asegurará que en la
formulación de sus recomendaciones exista
coordinación y concordancia frente a las
acciones y recomendaciones de los entes del
Estado encargados de la promoción y
protección de derechos humanos, y frente a
las funciones que desarrolla el Comité de
Asistencia a Connacionales del Ministerio de
Relaciones Exteriores.

Parágrafo 3º. Los ministerios y demás
integrantes del Comité obligados constitu-
cional o legalmente a rendir informes de
gestión al Congreso de la República incluirán
en estos un balance de las acciones realizadas
en el campo de lucha contra la trata de personas.
En el caso de la Fiscalía General de la Nación,
su balance hará parte del informe anual que
presenta el Consejo Superior de la Judicatura.

Artículo 16. Funcionamiento. Para facilitar
el cumplimiento de sus funciones, el Comité
contará con una Secretaría Técnica de carácter
permanente que velará por la debida ejecución
de las funciones indicadas en el artículo
anterior, a cargo del Ministro del Interior y de
Justicia, quien podrá delegarla en la
dependencia que para el efecto este designe,
sin que ello implique el incremento de
funcionarios en su planta de personal.

El Comité se reunirá en forma ordinaria por
lo menos una vez cada dos meses, por
convocatoria de la Secretaría Técnica. También
se podrá reunir extraordinariamente cuando el
presidente del Comité lo considere pertinente.

La Secretaría Técnica rendirá informes
bimestrales a los integrantes del Comité sobre
su funcionamiento y las acciones adelantadas
para dar cumplimiento a la presente ley.
También rendirá informes anuales al Presidente
de la República en el mismo sentido.

CAPITULO VII
Sistema Nacional de Información

sobre la Trata de Personas
Artículo 17. Definición y funcionamiento.

El Sistema Nacional de Información sobre la
Trata de Personas será un instrumento de
recolección, procesamiento y análisis de la
información estadística y académica relativa
a las causas, características y dimensiones de
la trata interna y externa en Colombia, que
servirá de base para la formulación de políticas,
planes estratégicos y programas, y para la

medición del cumplimiento de los objetivos
trazados en la Estrategia Nacional.

La Secretaría Técnica del Comité desarro-
llará, coordinará y mantendrá la operación
del sistema de información. Para ello recogerá
y sistematizará la información estadística
que suministren las distintas entidades que
integran el Comité, los resultados de las
investigaciones académicas, sociales y
criminológicas a las que se refiere el artículo
19 de esta ley, datos que serán actualizados
permanentemente.

Artículo 18. Suministro de información. La
Secretaría Técnica diseñará un formulario
dirigido a las instituciones que integran el
Comité, con el fin de facilitar la recolección de
datos.

Las entidades y organismos del Estado que
manejen información relacionada con la trata
de personas deberán colaborar con la Secretaría
Técnica, suministrándole los datos que esta
requiera para el desarrollo del sistema de
información a las que se refiere la presente
disposición, que en ningún caso podrán
referirse a asuntos de reserva legal.

Los datos suministrados a la Secretaría
Técnica se podrán dar a conocer al público en
resúmenes numéricos y estadísticos, que no
incluyan datos personales de las víctimas y
que no hagan posible deducir de ellos
información alguna de carácter individual que
pudiera utilizarse con fines discriminatorios o
que pudiera amenazar los derechos a la vida y
a la intimidad de las víctimas.

Artículo 19. Investigaciones acerca de la
Trata de Personas. El Gobierno Nacional, y
las entidades que integran el Comité
Interinstitucional, realizarán por sí mismas o
en asocio con instituciones de educación
superior y centros de investigación, investi-
gaciones sobre aspectos relacionados con la
trata de personas, tales como, las causas que la
propician, las consecuencias para menores y
adultos, la efectividad de la legislación
existente, las características de sus víctimas y
de la criminalidad nacional e internacional
relacionada con estos hechos, y las particula-
ridades regionales del fenómeno al interior
del país. El resultado de estas investigaciones
servirá para orientar las políticas públicas del
Estado sobre trata de personas.

CAPITULO VIII
Disposiciones finales

Artículo 20. Recursos. El Ministerio del
Interior y de Justicia queda autorizado para
administrar por medio de la Secretaría
Técnica del Comité Interinstitucional para la
Lucha contra la Trata de Personas una cuenta
especial, sin personería jurídica, como un
sistema separado de cuenta que canalizará
recursos para la lucha contra la trata de
personas, los cuales se ejecutarán según los
lineamientos y programas que se definan en
la Estrategia Nacional.

Las fuentes específicas de la cuenta especial
de que trata este artículo podrán incluir los
siguientes recursos:

1. Las partidas que se le asignen en el
Presupuesto Nacional.

2. El producto del delito de lavado de
activos por trata de personas, en tanto sea
determinable.

3. Las donaciones que reciba.
4. Los recursos provenientes de la

cooperación nacional e internacional.
5. Los demás que obtenga a cualquier título.
Parágrafo 1º. La forma de recibir y admi-

nistrar los recursos provenientes de dona-
ciones y de cooperación internacional a los
que hace referencia el presente artículo serán
objeto de reglamentación para asegurar su
destinación exclusiva a los fines propios de
la cuenta especial, de conformidad con las
disposiciones legales vigentes que regulan
la cooperación económica internacional.

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional
reglamentará lo necesario para la creación,
adecuada administración y gestión de esta
cuenta especial.

Parágrafo 3º. La creación de esta cuen-
ta especial no obsta para que las institu-
ciones que hacen parte del Comité Interins-
titucional para la Lucha contra la Trata de
Personas puedan incluir en sus presupuestos
los rubros destinados a acciones contra la
trata de personas definidas en la Estrategia
Nacional.

Artículo 21. Medidas de control. La
Contraloría General de la República ejercerá,
dentro del marco de sus funciones, control
expedito sobre la utilización de los recursos
que integren esta cuenta especial.

Las entidades que ejecuten recursos
provenientes de esta cuenta especial rendirán
un informe detallado de las actividades
desarrolladas con cargo a ellos, el cual será
rendido ante el Comité Interinstitucional del
que trata la presente ley y ante la Contraloría
General de la República.

El control de que trata este artículo se
ejercerá sin perjuicio de los demás controles
que de manera general establezca la ley a este
tipo de cuentas.

Artículo 22. Adiciónese el artículo 35 de la
Ley 906 de 2004 con un numeral 32 del
siguiente tenor:

“32. Trata de Personas, cuando la conducta
implique el traslado o transporte de personas
desde o hacia el exterior del  país, o la acogida,
recepción o captación de estas”.

Artículo 23. Vigencia. La presente ley rige
a partir de su publicación y deroga todas las
normas que le sean contrarias.

Rafael Pardo Rueda, Claudia Blum de
Barberi, Senadores de la República; Nancy
Patricia Gutiérrez Castañeda, Luis Fernando
Velasco Chávez, Representantes a la Cámara.
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La Presidencia manifiesta lo siguiente:
Honorables Senadoras, honorables Senado-

ras y Senadores, honorables Senadoras y
Senadores, en nombre de la Mesa Directiva
del Senado de la República Jesús Bernal
Amorocho y el Senador José Ignacio Mesa,
deseo y del Secretario General y de todo
nuestro equipo de colaboradores, señor
Secretario por supuesto, deseamos agradecerle
a todos los Senadores y Senadoras, su
colaboración, su predisposición afirmativa
para haber logrado de manera exitosa sacar
una Legislatura adelante, perdonen lo malo y
estamos para servirles, mil gracias.

Los honorables Senadores Luis Carlos
Avellaneda Tarazona y Rafael Pardo Rueda,
radicaron por Secretaría las siguientes
constancias:

Constancia de voto negativo
Inconcebiblemente el Gobierno Nacional

intenta, por todos los medios posibles, negar
lo evidente: La existencia de un conflicto
social y armado en el país. Posición que se
encuentra en abierta contradicción con la
realidad material y objetiva desconociendo la
historia colombiana.

De allí, que se observe una contradicción en
el mismo seno del Gobierno, al querer, de un
lado, implantar el delito político en la ley de
justicia y paz, reviviendo el artículo 64, y, de
otro, en el discurso, proclamado a los cuatro
vientos, la necesidad de eliminarlo de nuestro
ordenamiento constitucional y penal, para
impulsar la idea de la existencia en Colombia
de políticas justas, reduciendo el problema a
una “amenaza terrorista contra la democracia”,
en la lógica de asumir que el país tiene una
democracia profunda y consolidada.

De otro lado, es fundamental resaltar que no
es posible dar un tratamiento de igualdad a los
diferentes grupos armados ilegales en conflicto,
puesto que sus motivaciones y objetivos, son
diametralmente diferentes, ya que mientras
unos pretenden el derrocamiento del Estado y
la implantación de un sistema, económico,
social y políticamente distinto, otros obedecen
a una lógica de mantenimiento de las estructuras
actuales del poder territorial y económico.

En consecuencia, quiero dejar constancia
de mi voto negativo sobre el Proyecto de ley
número 211 de 2005 Senado, 293 de 2005
Cámara, dado su enfoque para favorecer a los
victimarios y no a las víctimas del conflicto
social, político y armado que vive nuestro
país, especialmente, a la población campesina
y marginada de la sociedad colombiana,
representada en 3’472.037 personas despla-
zadas según datos de CODHES.

En efecto, la ponencia mayoritaria y
progobiernista para el llamado proyecto de
“Justicia y Paz”, encarna privilegios hacia los
paramilitares, quienes son los principales
actores de la llamada contrarreforma agraria
que se ha consolidado a la par de la guerra en

Colombia, expoliando, a través del uso de la
fuerza y el terror como mecanismo de guerra,
a cientos de miles de hogares colombianos,
apropiándose de cerca del 48% de las mejores
tierras del territorio colombiano, en aproxima-
damente 4,4 millones de hectáreas.

El hecho de no reconocer una perspectiva
de desarrollo legislativo coherente con las
victimas, capaz de concretar medidas eficaces
que permitan “reparar, compensar o solucionar
los daños causados por quienes han ocasionado
el desplazamiento interno”, implica pensar en
la realidad en que se encuentra instaurada, es
decir, un esquema de negociación aplicado
que no brinda “el mismo tratamiento a todos
los actores involucrados en la confrontación”,
como lo ha señalado la Contraloría General de
la República.

La presente constancia implica, además,
una coherencia con nuestra postura de
oposición crítica frente al actual gobierno y su
política de seguridad democrática que
desarrolla una perversa discriminación entre
las víctimas y los victimarios como lo
demuestra el hecho que “mientras los recursos
destinados por el Gobierno en el período 2002-
2003, para atender de manera integral a una
familia desplazada, ascendieron en promedio
a $5,55 millones, los orientados a desmovilizar
y reasentar integralmente a un miembro de
grupos ilegales fueron en promedio $19,5
millones”. (Contraloría General de la Nación).

En consecuencia, la legislación debe tener
en cuenta que las “víctimas de los delitos
tienen un derecho a la verdad y a la justicia,
que desborda el campo de la simple
reparación, tal y como lo ha señalado con
claridad la doctrina internacional en materia
de derechos humanos, que es relevante para
interpretar el alcance de los derechos
constitucionales (C. P. art. 93)”, Sentencia T-
1267 de 2001. M. P. Rodrigo Uprimny Yepes,
Fundamento 16.

En este orden de ideas, para Unidad
Democrática, es fundamental resaltar la
importancia de profundizar y dar dientes a
propósito de la finalidad de la verdad, la
justicia y la reparación en la legislación que
regule el marco de un proceso de paz con
cualquiera de los grupos armados ilegales.
Dado que estos tres principios no deben ser
solo discurso, como se encuentra en el
desarrollo del presente proyecto de ley, sino
que debe brindar herramientas serias y
concretas en los procesos de investigación y
juzgamiento.

Por último, resaltar dos puntos: Primero, la
necesidad de una voluntad política del
Gobierno para avanzar en un proceso de
negociación transparente y verificable con los
paramilitares, que permita desmontar
definitivamente las relaciones del fenómeno
histórico y estructural del paramilitarismo en
Colombia, es decir, sus redes de apoyo,
financiación y legitimación.

Segundo, afirmar que sin la aplicación de
una política pública coherente con las
necesidades de la población afectada y la
realización efectiva de los principios del
derecho a la verdad, justicia y reparación, se
viola la legislación en Derecho Internacional
Humanitario y los Principios Rectores del
Desplazamiento, coadyuvando de esta manera
a la imposibilidad de la construcción de una
Nueva República en el escenario del
posconflicto.

Luis Carlos Avellaneda Tarazona,
Senador de la República.
* * *

Constancia
El suscrito Senador, Coordinador de

Ponentes del Proyecto de ley número 211 de
2005 Senado, por la cual se dictan dispo-
siciones para la reincorporación de miembros
de grupos armados organizados al margen de
la ley, que contribuyan de manera efectiva a la
consecución de la paz nacional y se dictan
disposiciones para acuerdos humanitarios,
deja constancia de que ni la ponencia
consignada en la Gaceta del Congreso número
257 de 2005, la cual está firmada por el Senador
Rafael Pardo Rueda y Carlos Gaviria Díaz, ni
la proposición que la acompañaba, fueron
debidamente discutidas y votadas en la Sesión
Plenaria de Senado llevada a cabo el día 20 de
junio de 2005.

Además, al iniciar mi intervención, no se
encontraba en las curules de los Senadores,
la Gaceta del Congreso número 221, en la
que está consignada la ponencia que firmé
con el Senador Carlos Gaviria, en cuanto sí
se encontraba la Gaceta 221 la cual contiene
la Ponencia respaldada por el Gobierno
Nacional.

Finalmente, dejo constancia de que el 17 de
junio de 2005 radiqué en la Secretaría de la
Sesión Plenaria del Senado de la República 13
constancias, que inicialmente iban a ser
planteadas como proposiciones aditivas pero
que por la falta de garantías en las que se llevó
el debate, preferí dejarlas como constancias.

Cordialmente,
Rafael Pardo Rueda,

Senador de la República,
Coordinador de Ponentes.

Siendo las 5:10 p. m., la Presidencia levanta
la sesión.

El Presidente,
LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO

El Primer Vicepresidente,
JOSE IGNACIO MESA BETANCUR

El Segundo Vicepresidente,
JESUS ANTONIO BERNAL AMOROCHO
El Secretario General,

EMILIO OTERO DAJUD

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2005



Página 24 Lunes 8 de agosto de 2005 GACETA DEL CONGRESO 499


